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RESUMEN 

 

El presente trabajo titulado “Alcance y naturaleza de las competencias del presidente de la 

República respecto a la regularización de tenencia y porte de armas”, es un trabajo con el 

propósito de llevar a cabo la norma penal vigente por medio de la introducción de un decreto 

ejecutivo emitido por el presidente elegido democráticamente y con un entorno 

administrativo y constitucional, se enfoque en el proceso de reforma en cuenta de un tipo 

penal que se encuentra en el catálogo de delitos de la norma penal vigente. Según la frase 

atribuida a Ortega y Gasset sobre "el hombre y sus circunstancias", la perspectiva histórica 

que ha adoptado el presidente de la República, su gabinete y asesores, al decidir introducir 

el porte de armas de uso civil a la sociedad ecuatoriana mediante un decreto ejecutivo, se 

interpreta como una respuesta a las condiciones actuales que enfrenta la sociedad 

ecuatoriana, marcada por un preocupante aumento en los índices de delincuencia. Sin 

embargo, al analizar este tema, los autores descubren que esta decisión no solo contradice el 

espíritu de la norma suprema, sino que también está en conflicto con lo establecido por dicha 

norma en su desarrollo normativo constitucional y jurisprudencial. Es importante recordar 

que el Estado ecuatoriano sigue una perspectiva neoconstitucionalista, que implica la 

progresión de los derechos adquiridos, buscando que estos no se queden como simples 

enunciados en la constitución. A través del exhaustivo desarrollo del trabajo, el autor reveló 

las facultades y atribuciones constitucionales del presidente de la República, conforme a lo 

estipulado en la constitución ecuatoriana. Asimismo, proporcionó una comprensión más 

profunda sobre los tipos de decretos que pueden ser emitidos desde una perspectiva 

doctrinal. Este análisis tiene como objetivo determinar si el decreto en cuestión, el Decreto 

Ejecutivo 707, es considerado constitucional o inconstitucional desde una perspectiva 

académica y, al mismo tiempo, se acerca y se aproxima a la decisión del organismo máximo 

de interpretación constitucional, la Corte Constitucional del Ecuador. 

 

Palabras clave: Alcance, decreto ejecutivo, Corte Constitucional, armas, delito. 
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CAPÍTULO I.  

 

INTRODUCCIÓN 

 

La regularización de la tenencia y porte de armas es un tema de vital importancia en 

cualquier sociedad, por ello se encuentra en la intersección entre la seguridad ciudadana y 

los derechos individuales. En el caso específico de un país, la figura del presidente de la 

República desempeña un papel fundamental en la definición, implementación y supervisión 

de las políticas relacionadas con este asunto que puede tener impactos positivos. 

 

En el desarrollo del trabajo investigativo, se explorará el alcance y la naturaleza de 

las competencias del presidente en lo que respecta a la regularización de la tenencia y porte 

de armas, analizando tanto sus facultades ejecutivas como su capacidad para influir en el 

diseño normativo que rige este ámbito crucial. La capacidad del líder ejecutivo para 

equilibrar la seguridad pública con los derechos individuales y las demandas de una sociedad 

en constante evolución sitúa a este tema en el centro del debate político y legal, cuestionando 

la delicada balanza entre la protección colectiva y las libertades personales (Gómez, 2019). 

 

Por lo mencionado, la investigación tiene por objeto realizar un análisis al Decreto 

Ejecutivo No. 707 de fecha 01 de abril del 2023, destinado a autorizar el porte de armas de 

uso civil para defensa personal a nivel nacional, el mismo que es autorizado a aquellas 

personas naturales que cumplan los requisitos bajo las autorizaciones correspondientes y 

especialmente se encuentre sujetos al Reglamento a la Ley sobre uso de armas, municiones 

y explosivos (Cárdenas, 2023). 

 

En este sentido, el estudio de la regularización de la tenencia y porte de armas reviste 

una importancia significativa en diversos ámbitos, que impacta directamente en la seguridad 

ciudadana, los derechos individuales y el equilibrio entre el poder estatal y la autonomía 

personal. De tal forma que la regulación de las armas es esencial para mantener y garantizar 

la seguridad pública, con un control adecuado que contribuye a prevenir el uso indebido de 

armas de fuego, reducir la delincuencia violenta y proteger a la población en general. 

 

La investigación se estructura a lo establecido por el artículo 16 numeral 3 del 

Reglamento de Titulación Especial de la Universidad Nacional de Chimborazo, que 

comprende: 

 

Introducción consta de antecedentes de investigaciones anteriores desde el contexto 

macro, meso y micro, planteamiento del problema, formulación del problema con las 

respectivas preguntas que guiaron el trabajo investigativo y la justificación del estudio. Así 

mismo el Marco teórico se abordó el sustento literario-científico partiendo de fuentes de 

información obtenido mediante libros, artículos científicos, revistas y el aporte de los 

investigadores. También la Metodología de la investigación tuvo un enfoque cuantitativo; 

de igual manera describe el diseño, el tipo de investigación, tipo de estudio, población, 

muestra, las técnicas e instrumentos de recolección de datos y las técnicas de análisis de la 



 

15 

información. Los Resultados y discusión mediante un análisis e interpretación de los datos 

arrojados luego de la aplicación a la muestra seleccionada de las técnicas e instrumentos de 

recolección de datos, se utilizó el programa de ofimática Excel para procesar la información 

obtenida y así representar los resultados en cuadros y figuras, acompañado del análisis e 

interpretación haciendo de esta manera la información más resumida capaz que sea 

entendida por quien lo lea. Finalmente, las Conclusiones y recomendaciones del proyecto de 

investigación, realizado sobre la base de los objetivos de la investigación tanto general como 

específicos, con la finalidad de plasmar y determinar lo que se encontró durante el proceso 

del estudio. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

16 

1.1. Planteamiento del problema 

 

La seguridad ciudadana en el Ecuador se presenta como un desafío latente y complejo 

que impacta de manera directa en la calidad de vida de sus habitantes. A pesar de los 

esfuerzos implementados por las autoridades, persisten problemáticas que generan una 

sensación de vulnerabilidad en la sociedad. La proliferación del crimen organizado, el 

aumento de la delincuencia común y la presencia de fenómenos como el narcotráfico, 

plantean interrogantes acuciantes sobre la eficacia de las estrategias de seguridad 

implementadas hasta el momento (López, 2022). 

 

Además, la falta de coordinación entre las instituciones encargadas de garantizar la 

seguridad, la insuficiente dotación de recursos y carencia de políticas integrales que aborden 

las causas subyacentes de la criminalidad, contribuyen a la persistencia de un entorno 

inseguro que afecta a la ciudadanía en su conjunto, el gobierno ecuatoriano ha anunciado la 

asignación de fondos significativos y la creación de comisiones para combatir la inseguridad.  

 

Por lo mencionado, la regularización de la tenencia y porte de armas emerge como 

un elemento central de debate, su gestión inadecuada puede tener repercusiones directas en 

la dinámica delictiva y la sensación de seguridad de la población. Es así como nace el 

Decreto Ejecutivo 707 emitido por el expresidente de la República Guillermo Lasso (2023) 

en donde se menciona acerca de la autorización del porte de armas de uso civil para defensa 

personal a nivel nacional. 

 

Ante este decreto, hoy en día existen diversos debates críticos de carácter social 

acerca de la posibilidad de autorizar el uso de armas de fuego para defensa personal, es así 

como Arias y Paredes (2023) mencionan que: "Esta modalidad podría aumentar la seguridad 

pública, siempre que sea implementada de manera correcta, al empoderar a las personas para 

la defensa propia y de sus familias ante la presencia de posibles amenazas" (p. 3). 

 

De igual manera se han alegado argumentos de inconstitucionalidad, porque el 

Estado estará traspasando su responsabilidad de defender los derechos fundamentales a sus 

propios titulares que son los ciudadanos. En concreto, este Decreto estaría afectado de 

inconstitucionalidad por varias razones, como el porte de armas por civiles para su defensa 

personal puede afectar derechos constitucionales básicos como el derecho a la vida, 

integridad personal y derecho a la libertad, puesto que las armas cuyo porte o tenencia 

podrían ser utilizadas para atentar contra esos bienes jurídicos en delitos como asesinato, 

sicariatos y secuestros (Robles, 2023). 

 

Para garantizar los resultados en delitos de carácter patrimonial al realizarlos 

mediante amenaza o intimidación, incluso con resultados de muerte. En este sentido, la 

presente investigación determinará de qué manera la facultad de expedir decretos ejecutivos 

del presidente de la República y en concreto el decreto ejecutivo 707 respecto a la tenencia 

y porte de armas pueden afectar las obligaciones del Estado, el respeto a la Constitución y 

la protección de los derechos fundamentales.  
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1.2. Justificación 

 

La seguridad ciudadana en el Ecuador se erige como una inquietud ineludible que 

demanda un análisis profundo y multidimensional. En este contexto, la regularización de la 

tenencia y porte de armas emerge como un elemento central de debate, y su gestión 

inadecuada puede tener repercusiones directas en la dinámica delictiva y la sensación de 

seguridad de la población.  

 

Según Valverde (2022) menciona que el propósito de legalizar un arma implica dos 

palabras fundamentales, es decir, la tenencia y el porte. Debido a estos fundamentos, se 

considera crucial llevar a cabo un análisis correcto sobre este tema. De tal forma que la 

regularización adecuada de la tenencia y porte de armas contribuye significativamente a la 

seguridad ciudadana al establecer parámetros claros sobre quién puede poseer armas y en 

qué condiciones, en tal sentido, un control riguroso reduce la posibilidad de que armas caigan 

en manos equivocadas y se utilicen con fines delictivos. 

 

El entender la naturaleza de la regularización facilita la creación de protocolos claros 

y procedimientos eficientes para la emisión de licencias, controles de antecedentes y otras 

medidas de seguridad. Esto contribuye a una implementación más efectiva de las 

regulaciones de tenencia y porte de armas, siendo esencial para desarrollar políticas públicas 

que equilibren de manera efectiva la seguridad con los derechos individuales, promoviendo 

así un entorno seguro y justo para la sociedad. 

 

Por otro lado, en nuestro país, es importante conocer que el porte y tenencia de armas 

se encuentra en regulación bajo las leyes, pero especialmente bajo la denominada Ley sobre 

Armas, Municiones, Explosivos y Accesorios, la misma que fue expedida el 27 de marzo 

del año 1997, pero en última reforma en el año 2015, se estableció que ninguna persona tiene 

permitido portar y tener armas de fuego, sin que exista el permiso correspondiente (Valverde, 

2022). 

 

A pesar de los esfuerzos gubernamentales por establecer marcos normativos que 

regulen el acceso a las armas, persisten desafíos significativos, la falta de un sistema integral 

de control, la presencia de armas ilegales en manos de grupos criminales y la ausencia de 

mecanismos efectivos para prevenir su mal uso, contribuyen a un escenario donde la 

seguridad ciudadana se ve amenazada.  

 

Este estudio se propone examinar en detalle las interrelaciones entre la regularización 

de la tenencia o porte de armas y la seguridad ciudadana en el Ecuador, identificando las 

deficiencias existentes en la normativa vigente, evaluando su impacto en los índices de 

criminalidad y proponiendo estrategias integrales que promuevan un entorno seguro y 

equilibrado para la ciudadanía ecuatoriana. 
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1.3. Objetivos 

 

1.3.1. Objetivo General 

 

Analizar a través de un estudio jurídico-doctrinario las atribuciones constitucionales 

y legales del presidente de la República con la finalidad de determinar su alcance en la 

regulación de la tenencia y porte de armas. 

 

1.3.2. Objetivos Específicos 

 

• Indagar el conocimiento de los profesionales en la rama jurídica acerca del Decreto 

Ejecutivo No. 707 del 2023. 

• Determinar a través de un estudio jurídico, normativo y doctrinario la regulación 

jurídica de la tenencia y porte de armas en el Ecuador. 

• Analizar el contenido del Decreto Ejecutivo No. 707 para establecer el alcance de las 

competencias del presidente de la República respecto a la regulación de tenencia y 

porte de armas y su posible inconstitucionalidad. 
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CAPÍTULO II.  

 

MARCO TEÓRICO 

 

2.1. Estado del arte 

 

Respecto al tema “Alcance y naturaleza de las competencias del presidente de la 

República respecto a la regularización de tenencia y porte de armas” no se han realizado 

trabajos investigativos iguales; sin embargo, existen algunos estudios similares al que se 

pretende realizar, cuyas conclusiones más importantes son las siguientes: 

Carillo (2021) en su trabajo de titulación denominado: “El porte de arma de fuego y 

el principio de proporcionalidad” realizado en la Universidad Regional Autónoma de los 

Andes, concluye que:  

 

A pesar de que el COIP prohíbe el porte de armas, ciertas entidades, como las 

empresas de seguridad pueden obtener autorizaciones para utilizarlas en su ámbito 

laboral, de la misma forma las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional tienen la 

facultad de portar y emplear armas con el propósito de contrarrestar la delincuencia 

y resguardar a la población (p. 12). 

 

Fuentes y Castellanos (2019) en su trabajo de titulación denominado: “La 

responsabilidad del Estado con la seguridad ciudadana”, publicando en la Revista 

Metropolitana de Ciencias Aplicadas, concluye que:  

 

La incapacidad del Estado para contener la violencia ha propiciado el surgimiento de 

compañías privadas de seguridad, que se dedican a la protección de individuos y 

propiedades. Estas empresas han demostrado eficacia en su desempeño, pero resulta 

inquietante que el Estado no logre cumplir con su deber de salvaguardar el orden y 

la paz en todos los territorios a pesar de contar con los recursos necesarios (p. 24). 

Mariño (2019) en su trabajo de titulación denominado: “El problema del arma de 

fuego en el tipo penal de tenencia y porte de armas: definición legal de arma de fuego en el 

tipo penal”, realizado en la Universidad San Francisco de Quito, concluye que:  

 

La investigación se enfocó en examinar la legislación actual y sus implicaciones, 

identificando posibles ambigüedades en la definición legal de este tipo de armas. En 

última instancia, se respaldó en un análisis jurídico exhaustivo y en la revisión crítica 

de literatura especializada para presentar propuestas fundamentadas que mejoren la 

comprensión y aplicación del delito de tenencia y porte de armas (p. 18). 

 

López (2022) en su trabajo de titulación denominado: “El porte de armas blancas y 

la legislación ecuatoriana”, realizado en la Universidad Nacional de Chimborazo, concluye 

que: 

La urgencia de mejorar la legislación relacionada con el porte de armas blancas, 

enfatizándose en la importancia de una normativa que se ajuste a la realidad social y 
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cultural del país, considerando la responsabilidad de regular su porte para prevenir 

situaciones de violencia o criminalidad, resaltando la necesidad de políticas públicas 

integrales que aborden tanto la regulación legal como la educación ciudadana (p. 22). 

 

2.2. Aspectos teóricos 

 

2.2.1. Unidad I. Atribuciones constitucionales de la función ejecutiva para 

regular la tenencia y porte de armas 

 

2.2.1.1. Atribuciones del presidente de la República. 

 

Las atribuciones conferidas al presidente de la República constituyen un componente 

central en la arquitectura institucional de cualquier nación. En el ejercicio de sus funciones, 

el presidente desempeña un papel crucial en la toma de decisiones, la dirección de políticas 

públicas y la representación del Estado en la escena nacional e internacional. Estas 

atribuciones, delineadas por la Constitución y las leyes de cada país, otorgan al líder 

ejecutivo una amplia gama de responsabilidades que abarcan desde la gestión administrativa 

hasta la toma de decisiones estratégicas de alto nivel (Montúfar, 2019). 

 

La figura del presidente emerge como el epicentro del poder ejecutivo, encargado de 

liderar el rumbo político, económico y social de la nación. Su capacidad para influir en la 

agenda legislativa, dirigir la administración pública y representar al país en el ámbito 

internacional confiere al cargo una significativa carga de responsabilidad. Asimismo, las 

atribuciones presidenciales no solo definen la autoridad del líder ejecutivo, sino que también 

establecen límites y balances destinados a preservar la integridad democrática y el respeto a 

los derechos fundamentales (Arriaza, 2021). 

 

En este contexto, la exploración detallada de las atribuciones del presidente de la 

República se presenta como un ejercicio fundamental para comprender la dinámica y el 

impacto de la figura presidencial en la gobernabilidad de una nación. Este análisis no solo 

desentraña la complejidad de las funciones ejecutivas, sino que también arroja luz sobre la 

interacción entre los poderes del Estado, la formulación de políticas y la capacidad de 

liderazgo que el presidente ejerce en el devenir de la historia nacional. 

 

Es válido afirmar que las atribuciones del presidente de la república para emitir 

decretos ejecutivos son legítimas, pues se fundamenta en la Constitución y la norma legal 

ERJAFE, respecto a las atribuciones y deberes del presidente de la República, en su artículo 

147, específicamente en su numeral 13, señala entre las atribuciones del presidente de la 

república, la facultad para expedir reglamentos necesarios para la efectiva implementación 

de las disposiciones legales, tomando en consideración que estos no podrán incurrir en su 

contradicción o modificación. Al mismo tiempo se mencionan los reglamentos pertinentes 

al adecuado desenvolvimiento de la administración pública (Estatuto del Régimen Jurídico 

Administrativo [ERJAFE], 2009). 
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El artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva (2009), el mismo que plasma con precisión las atribuciones y obligaciones 

inherentes al cargo presidencial exclusivamente, el literal f del artículo antes mencionado, 

concede a quien ejerza la presidencia de la República, la autorización para la toma de 

decisiones de carácter general o específica, según corresponda, mismos que se pueden 

realizar a través de la expedición de decretos ejecutivos y acuerdos presidenciales.  

 

Esta deducción implica que la actuación del Jefe de Estado debe regirse por el principio 

de legalidad, que constituye uno de los fundamentos primordiales del Derecho 

Administrativo. Este principio opera como una restricción esencial a las acciones de la 

administración pública, por ningún acto puede considerarse legítimo sin la existencia previa 

de un marco jurídico claro, público y aplicable que autorice dicha acción. 

 

Es imperativo recordar que aquellos que ejercen funciones públicas solo pueden 

llevar a cabo aquello para lo cual la ley les otorga facultades explícitas, evitando excesos 

que podrían caer en la esfera de lo despótico. En este sentido, el Derecho Administrativo se 

erige como un punto intermedio crucial entre el nepotismo y la anarquía, garantizando el 

equilibrio necesario para un ejercicio autorizado y justo del poder (Méndez, 2019). 

 

La acción desencadena consecuencias jurídicas que, a su vez, pueden dar origen a 

relaciones jurídicas específicas. A diferencia de esta facultad, el individuo que ejerce la 

administración no asume deberes particulares, sino más bien una sujeción o sumisión. Bajo 

este principio, todas las actuaciones de los funcionarios estatales están sujetas a un riguroso 

control. De tal modo que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador 

(2008) establece de manera contundente que las entidades gubernamentales. 

 

Sus entes asociados, los funcionarios públicos y todos aquellos que actúen bajo la 

autoridad estatal se hallan sometidos a restricciones en el ejercicio de sus competencias y 

facultades, ya sea que estas se encuentran establecidas en la Constitución u otras normativas. 

Simultáneamente, se les impone la obligación de mantener una coordinación efectiva en sus 

acciones con el fin de alcanzar sus objetivos y asegurar el pleno ejercicio de los derechos 

consagrados en la Constitución (Montúfar, 2019). 

 

Con respecto a las atribuciones constitucionales de la función ejecutiva para regular la 

tenencia y porte de armas, la Constitución confiere a la función ejecutiva la responsabilidad 

fundamental de garantizar la seguridad ciudadana. Dentro de este marco, la regulación de la 

tenencia y porte de armas se convierte en una herramienta clave para prevenir la criminalidad 

y salvaguardar la integridad de la población (Carrillo, 2021). 

 

En muchos sistemas jurídicos, la Constitución otorga al poder ejecutivo ciertas 

prerrogativas y responsabilidades relacionadas con la regulación de armas, y Ecuador no es 

la excepción. La función ejecutiva tiene la facultad de formular y ejecutar políticas públicas, 

incluidas aquellas relacionadas con el control de armas. Esta atribución permite al gobierno 
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diseñar estrategias integrales que aborden tanto la seguridad colectiva como los derechos 

individuales de los ciudadanos (Gómez, 2019). 

 

La regulación de la tenencia y porte de armas en muchos casos también involucra el 

control del comercio de armas. La función ejecutiva puede tener atribuciones para regular la 

importación, exportación y venta de armas, contribuyendo así a prevenir la proliferación 

descontrolada. Es así como las atribuciones constitucionales de la función ejecutiva en la 

regulación de la tenencia y porte de armas reflejan la necesidad de equilibrar la seguridad 

ciudadana con los derechos individuales, permitiendo al gobierno tomar medidas 

proporcionadas para preservar el orden público y proteger a la sociedad. 

 

2.2.1.2. Alcance de los Decretos Ejecutivos 

 

Los decretos ejecutivos constituyen una herramienta jurídica de gran relevancia en el 

ejercicio del poder ejecutivo, desempeñando un papel crucial en la configuración y 

aplicación de políticas públicas. Estos actos administrativos, emanados directamente del más 

alto nivel del gobierno, poseen un alcance significativo en diversos aspectos de la vida 

nacional. Su capacidad para establecer normativas, regulaciones y directrices abarca áreas 

que van desde la economía hasta la seguridad ciudadana, representando así una 

manifestación palpable del ejercicio de la autoridad ejecutiva (Molina, 2020). 

 

La comprensión del alcance de los decretos ejecutivos es esencial para evaluar cómo 

influyen en la dinámica legal, social y económica de un país. Este análisis invita a explorar 

las atribuciones constitucionales y legales que respaldan la emisión de estos decretos, así 

como a considerar su impacto en la ciudadanía, en las instituciones y en la gobernabilidad 

en su conjunto (González, 2023). 

 

Poveda (2022) menciona que todo lo concerniente a un decreto se lo puede estudiar en 

función de su aspecto formal y material, tomando en cuenta las clases de decretos existentes, 

diversos autores proponen varias clasificaciones de los decretos, una de las más destacadas 

aplicadas al entorno de nuestro país, es la propuesta por el experto en derecho administrativo 

Nicolás Granja Galindo, mismo que clasifica a los decretos en: 

 

• Decretos reglamentarios 

 

En relación con los decretos reglamentarios, se definen como aquellos que promulgan 

un conjunto de normas destinadas a mejorar la ejecución de la legislación administrativa o 

establecer regulaciones específicas para la gestión de servicios públicos. Es esencial destacar 

que estos decretos desempeñan un papel fundamental al establecer la normativa precisa 

relacionada con la legislación administrativa. Su existencia se vuelve imperativa para evitar 

desórdenes y garantizar la eficiente gestión de los servicios públicos.  
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Las directrices delineadas por los decretos reglamentarios son esenciales para el 

adecuado ejercicio y administración de estos servicios en beneficio de la ciudadanía 

ecuatoriana (Vizuete, 2019). 

 

De acuerdo con Buteler, (2020) los decretos reglamentarios son actos administrativos 

emitidos por el poder ejecutivo, generalmente por el presidente de la República u otra 

autoridad ejecutiva, con el propósito de desarrollar, detallar y poner en práctica las leyes 

aprobadas por el legislativo. Estos decretos tienen como objetivo principal establecer las 

normas y reglamentaciones necesarias para la ejecución eficiente de una ley. 

 

Los decretos reglamentarios son parte integral del proceso legislativo y administrativo 

en muchos sistemas jurídicos. Su emisión permite la aplicación concreta de las leyes y 

facilita la ejecución de políticas gubernamentales. Sin embargo, es importante que estos 

decretos se emitan dentro de los límites de la Constitución y las leyes existentes, y su abuso 

puede ser objeto de revisión judicial. 

 

• Decretos administrativos 

 

En relación con los decretos administrativos, su finalidad principal radica en fomentar 

una organización más eficiente en la rutina diaria de la administración pública. Estos 

decretos desempeñan un papel crucial en el ámbito de la administración pública, aunque 

presentan diferencias marcadas en comparación con los decretos reglamentarios. Mientras 

que los decretos reglamentarios se centran en ordenar y establecer reglas que regulan los 

actos del servicio público, los decretos administrativos se enfocan de manera más específica 

en la faceta organizacional de la administración pública. 

 

Se trata de decretos que orientan su atención hacia la jerarquía y la organización, 

basándose en la delegación de funciones y la estructura de un sector específico de una 

determinada parte del Estado (Anaya, 2019). Los decretos administrativos son actos 

administrativos emitidos por la autoridad ejecutiva, como el presidente o un funcionario 

designado, en el ejercicio de sus facultades administrativas. Estos decretos tienen como 

objetivo principal regular y organizar aspectos internos de la administración pública y son 

una herramienta esencial para la gestión gubernamental eficiente. 

 

Las características específicas de los decretos administrativos pueden variar según el 

contexto legal de cada país, pero generalmente incluyen disposiciones relacionadas con la 

estructura organizativa de las entidades gubernamentales, la delegación de funciones, la 

asignación de responsabilidades y la regulación de procedimientos internos. Además, 

pueden abordar cuestiones específicas relacionadas con la administración pública, como la 

creación o modificación de órganos administrativos, la designación de funcionarios 

públicos, la creación de comisiones, entre otros (Carrillo, 2021). 

 

Estos decretos son fundamentales para garantizar el funcionamiento ordenado y 

eficiente de la administración pública, facilitando la implementación de políticas y la toma 
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de decisiones en el ámbito gubernamental. Es importante destacar que la emisión de decretos 

administrativos debe realizarse dentro de los límites establecidos por la Constitución y las 

leyes vigentes. 

 

• Decretos legislativos 

 

En lo que respecta a los decretos legislativos, se caracterizan por tener como finalidad 

la promulgación de leyes, siendo la Asamblea Nacional la autoridad competente como ente 

creador de la legislación ecuatoriana. Este tipo de decreto se destaca como uno de los más 

trascendentales en el ejercicio de la funcionalidad del Estado, que sienta las bases para la 

creación de leyes de importancia crucial en el normal funcionamiento de todos los 

estamentos del Estado ecuatoriano. 

 

A diferencia de los otros tipos de decretos explorados anteriormente, los decretos 

legislativos se distinguen por su aplicación más directa, enfocándose en promulgar leyes que 

poseen una relevancia significativa. Mientras que los decretos previos pueden considerarse 

normativos y dispositivos, proporcionando disposiciones para tareas de un orden secundario, 

los decretos legislativos destacan por su capacidad para establecer normativas fundamentales 

de mayor envergadura (Minesoto, 2020). 

 

Los decretos legislativos son disposiciones emitidas por el poder ejecutivo en ejercicio 

de facultades legislativas temporales y excepcionales. Estas facultades suelen ser otorgadas 

por el Congreso o el parlamento en situaciones específicas y con límites de tiempo 

establecidos. En este sentido, los decretos legislativos permiten que el ejecutivo legisle o 

emita normativas con fuerza de ley en asuntos específicos sin pasar por el proceso legislativo 

ordinario. 

 

Es importante destacar que la emisión de decretos legislativos debe cumplir con los 

límites y condiciones establecidos por la Constitución y la legislación vigente. Estos decretos 

suelen ser parte de un marco legal temporal y extraordinario que permite al ejecutivo tomar 

medidas rápidas y decisivas en situaciones urgentes o excepcionales, pero deben estar en 

concordancia con el orden jurídico establecido (Hernández & Lema, 2021). 

 

• Decretos políticos 

 

Los decretos políticos son aquellos que abarcan objetivos en específico relacionados 

con la seguridad interna del Estado o con la formulación de ciertas acciones diplomáticas o 

representativas del gobierno. Otro rasgo de absoluta importancia cuando hablamos de 

decretos políticos es que al igual que los demás tipos de decretos los decretos políticos son 

fundamentales cuando hablamos de la seguridad interna del Estado, considerando que 

pueden generar acciones que logren precautelar un bienestar común y en el caso de 

representaciones diplomáticas, generar más vínculos políticos con otras naciones, 

fomentando la cooperación internacional y en el primer caso salvaguardando los interés de 

los ciudadanos que forma parte de nuestra patria (MEF, 2023). 
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• Decretos especiales 

 

Los decretos especiales juegan un rol básico en la estructura estatal ecuatoriana, 

considerando que con su utilización se puede designar a los funcionarios públicos más 

importantes del país y que en sus hombros descansa el futuro y porvenir de los ciudadanos, 

sin dejar a un lado que también puede tener una secundaria utilidad al brindar facilidades en 

temas de propiedad en beneficio del Estado, pero con especial énfasis en el rol estructural 

que tienen en la conformación jerárquica y funcional del Estado ecuatoriano (Padilla, 2023). 

 

• Decretos-ley 

 

Los decretos-ley, se consideran actos legislativos, estos son emitidos en gobiernos 

excepcionales; por gobiernos de facto o dictatoriales que han gobernado y gobiernan en 

ciertos países en momentos de agitación política, social o económica. Así mismo los decretos 

ley son un tipo del decreto en el que se podría realizar un profundo análisis, no obstante 

estudiar su importancia y trasfondo en el pasado del derecho universal. 

 

Para entender su alcance, principalmente se han utilizado en regímenes de gobierno 

autoritarios, recordado dictaduras muy duras en la región latinoamericana como la de 

Pinochet, la dictadura cubana con Fidel Castro a la Cabeza o la panameña de los años 80 

liderada por fuerzas autoritarias que se vieron en la obligación de tomar decisiones basadas 

en el individualismo y la fuerza utilizando como su único mecanismo de gobernanza este 

tipo de decretos para poder instaurar sus decisiones en la estructura del Estado (Rivas, 2023).  

 

• Decretos con fuerza de ley 

 

Los decretos con fuerza de ley son aquellos decretados exclusivamente por el 

presidente de la República, estos abordan un asunto específico que normalmente solo podría 

ser regulado mediante una ley. Esto ocurre tras la delegación de facultades por parte del 

órgano legislativo al ejecutivo, de conformidad con las disposiciones constitucionales.  

 

Precisamente hablar de este tipo de decreto es centrarnos en la situación actual de 

nuestro país, con los hechos sucintos que han transcurrido en los últimos meses en nuestra 

nación tras el decreto de la muerte cruzada suscrita por el expresidente de la república del 

Ecuador Guillermo Lasso, quien al no contar con la asamblea se vio obligado a contar con 

el tipo de decreto mencionado en estos párrafos para poder seguir guiando y ordenando la 

dirección del país (Molia, 2020). 

 

• Decretos ejecutivos 

 

Los decretos ejecutivos son instrumentos creados con el objetivo de facilitar la 

implementación de actividades predominantemente de índole administrativa. Estos decretos 

representan los actos a través de los cuales el Gobierno Nacional, a través de su 

representante, cumple con sus atribuciones. 
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Por ejemplo, se puede aplicar para suspender a un Gobernador o para decretar un duelo 

nacional en caso del fallecimiento de un miembro importante en el contexto contemporáneo, 

en parte de este decreto, se dispondrá que la bandera nacional sea izada a media asta en todos 

los edificios públicos del país, según el tiempo que se establezca. Los decretos ejecutivos 

son una herramienta flexible que el Gobierno utiliza para abordar situaciones administrativas 

y especiales que no se ajustan a otras categorías de decretos (Carvajal, 2023). 

 

En resumen, los diferentes tipos de decretos ya sean reglamentarios, administrativos, 

legislativos, políticos, especiales o con fuerza de ley, sirven como instrumentos legales que 

permiten al Gobierno gestionar y regular una amplia gama de asuntos, desde la aplicación 

de la ley hasta la toma de decisiones en situaciones excepcionales. Cada tipo de decreto tiene 

su propósito y alcance específico, y su utilización está sujeta a las normativas y la 

Constitución ecuatoriana. 

 

Tomando en cuenta esta clasificación, el abogado mexicano Andrés Serra Rojas, 

propuso que, respecto a la forma del decreto, se debe evaluar el acto teniendo en cuenta la 

función estatal que lo lleva a cabo, y de acuerdo con esta perspectiva, todos los actuares de 

la función ejecutiva se consideran formalmente administrativas. Esto implica que, el Estatuto 

del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva respalde este enfoque. 

 

En su artículo 64, en el que menciona que las Administraciones Públicas Central e 

Institucional de la Función Ejecutiva, cuyo ordenamiento jurídico respectivo es el 

(ERJAFE), expresan su voluntad jurídica de derecho público mediante actos administrativos, 

actos de simple administración, hechos administrativos, contratos administrativos y 

reglamentos, sin descartar la posibilidad de recurrir a otras ramas del derecho privado. 

 

Además, bajo la misma perspectiva formal, es necesario mencionar el cumplimiento 

de requisitos determinados, uno de los más importantes es la obligación de que el Decreto 

Ejecutivo se publique en el Registro Oficial para que pueda considerarse como vigente. Por 

otro lado, el autor propone la perspectiva material, en la cual se renuncia al análisis enfocado 

en el órgano que lleva a cabo la función, y, en contraparte, se analiza el acto jurídico y sus 

elementos inherentes (Cabezas, 2023). 

 

Entonces, bajo este enfoque, los decretos ejecutivos se consideran actos de naturaleza 

administrativa. Sin embargo, aunque no se analice la actuación del poder como tal, el 

contenido del decreto no podrá contravenir lo plasmado en una disposición general, 

incluyendo casos en los que estas tengan un grado igual o superior jerárquico normativo. 

Estos dos enfoques subrayan la importancia de que los decretos ejecutivos, a pesar de ser 

actos de naturaleza administrativa, no pueden entrar en conflicto con disposiciones legales 

generales y deben estar en conformidad con las normas de mayor jerarquía en el 

ordenamiento jurídico. 

 

La perspectiva material propuesta por el autor nos proporciona una valiosa 

comprensión de los decretos ejecutivos y su relación con el sistema legal. A través de este 
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enfoque, se destaca que, a pesar de ser actos de naturaleza administrativa, los decretos 

ejecutivos deben siempre cumplir con las disposiciones legales generales y estar en 

conformidad con las normas de mayor jerarquía en el ordenamiento jurídico. Esto subraya 

la importancia de garantizar la coherencia y la legalidad en el ejercicio del poder ejecutivo, 

evitando posibles conflictos con la ley y asegurando que los decretos ejecutivos estén en 

línea con el marco normativo del país (Boem, 2022). 

 

2.2.1.3. Facultad normativa y reglamentaria del decreto sobre la tenencia 

y porte de armas. 

 

La facultad normativa y reglamentaria del decreto en relación con la tenencia y porte 

de armas representa un componente crucial en el entramado legal que regula esta materia. 

En el ejercicio de sus atribuciones, el poder ejecutivo se encuentra investido con la 

responsabilidad de dictar decretos que detallen y operativicen las disposiciones legales 

relacionadas con la posesión y uso de armas de fuego. Esta facultad se traduce en la 

capacidad de establecer normativas específicas que van más allá de la legislación general, 

permitiendo una adaptación más ágil a las dinámicas cambiantes y a las necesidades 

específicas de la seguridad ciudadana (Carvajal & López, 2022). 

 

En este contexto, explorar la facultad normativa y reglamentaria de los decretos sobre 

la tenencia y porte de armas implica adentrarse en las complejidades de cómo el poder 

ejecutivo puede moldear la implementación y ejecución de las leyes en este ámbito. Desde 

la definición de requisitos y procedimientos hasta la delimitación de zonas o contextos 

específicos, los decretos desempeñan un papel clave en la configuración de políticas públicas 

que equilibren la seguridad colectiva con los derechos individuales. Para efectos de control 

de porte y tenencia regulada de armas, las personas naturales y jurídicas autorizadas a la 

venta de armas, servidores de la Policía Nacional y de las Fuerzas Armadas, deberán verificar 

que la persona tenga la autorización emitida por el Ministerio de Defensa y que no conste en 

el registro del Sistema Informático de Control de Armas (Secretaría General de 

Comunicación del Ecuador, 2023). 

 

La importancia de la facultad normativa y reglamentaria del decreto en relación con la 

tenencia y porte de armas radica en su capacidad para adaptar y especificar las disposiciones 

legales generales, ofreciendo una herramienta ágil y efectiva para la gestión de políticas de 

seguridad ciudadana. Esta facultad permite al poder ejecutivo, en concordancia con las leyes 

establecidas por el legislativo, detallar los requisitos, procedimientos y restricciones 

asociadas con la posesión y uso de armas de fuego. 

 

La flexibilidad inherente a esta facultad normativa es esencial para abordar las 

cambiantes dinámicas de la seguridad pública y la evolución de las amenazas. Permite una 

respuesta ágil a situaciones específicas, como crisis de seguridad o cambios en los patrones 

delictivos, sin la necesidad de pasar por procesos legislativos extensos. Además, posibilita 

la adaptación de regulaciones a contextos regionales o locales, reconociendo las diversidades 

y necesidades particulares de diferentes comunidades. 
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La emisión de decretos reglamentarios en este ámbito también facilita la 

implementación efectiva de medidas preventivas y de control, contribuyendo a la reducción 

de la violencia armada y al resguardo de la seguridad ciudadana. Al establecer criterios claros 

y procedimientos específicos, se promueve la transparencia y se fortalece la capacidad del 

Estado para regular el acceso a armas de fuego, garantizando así un equilibrio adecuado entre 

la seguridad colectiva y el respeto a los derechos individuales. En última instancia, la 

facultad normativa y reglamentaria del decreto en relación con la tenencia y porte de armas 

desempeña un papel esencial en la configuración de un marco legal que busca salvaguardar 

la seguridad pública de manera efectiva y equitativa (Alarcón, 2020). 

 

Este análisis se propone indagar en las competencias constitucionales que confieren al 

presidente el poder de influir en la regulación de armas, explorando cómo estas atribuciones 

delinean el alcance de su intervención en la función ejecutiva y cómo estas decisiones 

impactan en la vida cotidiana de los ciudadanos. De este modo, la comprensión detallada de 

las atribuciones constitucionales del presidente en este ámbito no solo ofrece una visión 

profunda de la dinámica legal, sino que también arroja luz sobre el equilibrio delicado entre 

seguridad colectiva y derechos individuales en el contexto de la tenencia y porte de armas. 

 

• Acto administrativo 

 

El acto administrativo es una manifestación unilateral de la voluntad de la 

administración pública que produce efectos jurídicos, y su finalidad es el cumplimiento de 

una función administrativa. Es una herramienta esencial para el ejercicio de las competencias 

de la administración, permitiéndole crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas en el 

ámbito del derecho administrativo. 

 

El acto administrativo definido en el artículo 98 del Código Orgánico Administrativo 

(2017), que conceptualiza el acto administrativo como una declaración unilateral de la 

voluntad del Estado. De la misma forma, el acto administrativo representa uno de los medios 

legales a través de los cuales el Estado exterioriza su voluntad, junto con los actos de 

gobierno o políticos. Además, destaca que la voluntad administrativa estatal se manifiesta 

de diversas formas, incluyendo actos simples de la administración, contratos administrativos 

y actos reglamentarios. 

Los actos administrativos pueden abarcar una amplia gama de situaciones, desde la 

emisión de licencias y permisos hasta decisiones gubernamentales de mayor envergadura. 

Su importancia radica en que son instrumentos fundamentales para la gestión de la 

administración pública y para la materialización de sus funciones y competencias. 

 

Es así como el Código Orgánico Administrativo establece que el acto administrativo 

conlleva efectos legales, los cuales pueden ser de naturaleza individual o general. No 

obstante, es crucial destacar que estos efectos se extinguen una vez que se satisface 

directamente el propósito del acto administrativo. Esta premisa se relaciona intrínsecamente 

con la noción fundamental de que los actos administrativos representan la expresión de las 

potestades públicas del Estado. En última instancia, estos actos constituyen instrumentos 
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legales que facultan al Estado para ejercer su autoridad de manera organizada y regulada, 

garantizando así el cumplimiento eficiente de sus funciones. 

 

• Acto normativo 

 

El acto normativo es una manifestación de la voluntad del Estado que tiene como 

finalidad la creación de normas jurídicas de carácter general y abstracto. A diferencia de los 

actos administrativos, que regulan situaciones individuales, los actos normativos están 

destinados a establecer reglas y disposiciones de alcance general que se aplican a una 

pluralidad de casos y sujetos. Estos actos son ejercidos principalmente por el poder 

legislativo, que es la rama del gobierno encargada de crear leyes. Sin embargo, en algunos 

sistemas jurídicos, el poder ejecutivo puede ejercer temporalmente esta facultad a través de 

decretos con fuerza de ley u otras formas de actos normativos excepcionales (Cartuche, 

2021). 

 

El acto normativo, al igual que el acto administrativo, está debidamente definido en el 

Código Orgánico Administrativo, específicamente en su artículo 128. No obstante, a 

diferencia del acto administrativo, el acto normativo constituye una expresión excepcional 

de la voluntad, destacándose por ejercer la potestad legislativa, aunque esta competencia sea 

atribuida al poder ejecutivo. La doctrina subraya que los actos normativos exhiben 

características intrínsecas inherentes a su naturaleza, como la generalidad, universalidad, 

abstracción, estabilidad, publicidad y jerarquización (Pozo, 2019). 

 

La relevancia de los actos normativos radica en su capacidad para asegurar la adecuada 

actuación del Estado, garantizando que sus acciones estén en total conformidad con la ley. 

Estos actos representan la expresión clara de la voluntad estatal, al mismo tiempo que 

establecen límites al poder gubernamental. Constituyen un componente fundamental del 

sistema legal y administrativo de nuestro país, contribuyendo esencialmente a mantener la 

legalidad y la transparencia en las acciones gubernamentales (Arias y Paredes, 2023). 

 

A pesar de compartir similitudes con el acto administrativo, como ser considerado una 

declaración unilateral de la administración estatal con la capacidad de generar efectos 

jurídicos generales, la diferencia fundamental entre ambos radica en sus consecuencias. 

Mientras que los efectos del acto administrativo se agotan de manera directa e inmediata con 

su cumplimiento, los del acto normativo perduran debido a sus características doctrinales. 

Una particularidad distintiva del acto normativo es su abstracción, en contraste con la 

concreción propia del acto administrativo. Asimismo, una característica esencial del acto 

normativo es su jerarquización, lo que implica que ninguna norma de rango inferior puede 

contradecir a una de rango superior. En el contexto de Ecuador, la norma suprema es la 

Constitución de la República, y cada acto administrativo y normativo debe estar en 

concordancia con ella (Mayorga, 2019). 
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• Potestad reglamentaria 

 

En Ecuador, la potestad reglamentaria se encuentra definida en la Constitución de la 

República y se atribuye al presidente de la República como parte de la función ejecutiva del 

Estado. La potestad reglamentaria se refiere a la capacidad del presidente para expedir 

reglamentos y decretos que tienen como objetivo la ejecución de las leyes aprobadas por la 

Asamblea Nacional. Es importante destacar que, en el marco de la separación de poderes, la 

potestad reglamentaria del presidente complementa la función legislativa de la Asamblea 

Nacional, permitiendo la implementación efectiva de las leyes aprobadas (Melo, 2019). Las 

principales características de la potestad reglamentaria en Ecuador son las siguientes: 

 

Atribución Constitucional: La potestad reglamentaria del presidente se encuentra 

establecida en la Constitución, que es la norma suprema del país. La Carta Magna otorga al 

presidente la facultad de expedir reglamentos para la ejecución de las leyes (Melo, 2019). 

 

Límites Constitucionales y Legales: Aunque el presidente tiene la potestad de 

expedir reglamentos, esta no es ilimitada. Está sujeta a los límites establecidos por la 

Constitución y la ley. Los reglamentos no pueden contradecir ni contravenir disposiciones 

constitucionales o legales existentes (Melo, 2019). 

 

Materia Regulada: La potestad reglamentaria se aplica a la ejecución y cumplimiento 

de las leyes. Los reglamentos son instrumentos administrativos que detallan y especifican 

cómo se llevarán a cabo las disposiciones legales (Melo, 2019). 

 

Publicidad y Transparencia: Los reglamentos deben ser publicados para 

conocimiento público y deben respetar los principios de publicidad y transparencia. Esto 

garantiza que la ciudadanía tenga acceso a las normativas que regulan su comportamiento y 

los procedimientos administrativos (Melo, 2019). 

 

Control Constitucional y Jurisdiccional: La potestad reglamentaria está sujeta a 

control constitucional y jurisdiccional. Cualquier reglamento que contravenga la 

Constitución o la ley puede ser impugnado y revisado por instancias judiciales 

 

Por otro lado, el Código Orgánico Administrativo (2017) concede la potestad 

reglamentaria al presidente de la República, estableciendo sus límites legales. El artículo 129 

del COA define esta potestad como la relación del presidente con las leyes formales, en 

conformidad con la Constitución. Este ejercicio se rige por el principio de supremacía 

constitucional, presente tanto en el COA como en el artículo 424 de la Constitución de la 

República. La Constitución se considera la norma suprema, prevaleciendo sobre cualquier 

otro ordenamiento jurídico, siendo obligatoria para todas las personas y entidades, 

incluyendo las autoridades gubernamentales. 

 

Es así como la potestad reglamentaria en Ecuador se regula específicamente mediante 

el Código Orgánico Administrativo y la Constitución, esto confiere al presidente la facultad 
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de emitir Decretos Ejecutivos, como el relacionado con la tenencia y porte de armas, de 

acuerdo con estas normativas. La supremacía constitucional, como principio fundamental, 

asegura la preeminencia de la Constitución sobre otras leyes o regulaciones, promoviendo 

la coherencia en el sistema legal y protegiendo los derechos fundamentales. Además, este 

principio limita el poder estatal y favorece el estado de derecho, evitando conflictos entre 

normas y acciones gubernamentales con los principios constitucionales. 

 

2.2.2. Unidad II. Regulación jurídica de la tenencia y porte de armas en el 

Ecuador 

 

2.2.2.1. Antecedentes de la tenencia y porte de armas en el Ecuador. 

 

La historia de la tenencia y porte de armas tiene sus raíces en el siglo XVII, 

específicamente en 1689 con la Carta de Derechos o Bill of Rights en Inglaterra, que permitió 

a los ciudadanos protestantes poseer armas para su defensa. En América Latina, la restricción 

de armas ha sido más rigurosa, influenciada por políticas de desarme desde la década de 

1950 debido a guerras civiles y preocupaciones sobre seguridad. 

 

En Ecuador, la regulación comenzó a tomar forma en 1837 con el primer código 

penal, que, aunque no consideraba la tenencia de armas como delito, marcó un punto de 

referencia. En 1871, el código penal estableció penas para el uso de armas en delitos, 

incitación y rebeliones. Estableció limitaciones, multas y reclusión para disparos en lugares 

públicos. 

 

En 1938, el Código Penal introdujo un capítulo específico sobre el uso y tenencia de 

armas, prohibiendo explícitamente su posesión sin autorización. Reformas en 1971 

perfeccionaron estas restricciones y aumentaron las penas. En la década de 1980, se 

promulgaron leyes como la de Armas, Municiones y Explosivos, y se otorgaron atribuciones 

al comando conjunto de las Fuerzas Armadas. 

 

En 2014, el Código Orgánico Integral Penal reemplazó al anterior, incluyendo el tipo 

penal sobre tenencia y porte de armas. El decreto ejecutivo Nro. 749, expedido por el 

expresidente Rafael Correa, mantuvo la prohibición de portar armas de uso civil. En 2023, 

el expresidente Guillermo Lasso emitió un decreto permitiendo la posesión y porte de armas 

civiles para autodefensa y autorizando a los guardias de seguridad su uso en el trabajo, con 

el objetivo de combatir eficazmente la delincuencia, narcotráfico y crimen organizado. 

Esta medida, vigente desde el 1 de abril de 2023, representa un cambio significativo 

al permitir a los ciudadanos el uso de armas para defensa personal y respaldar a las fuerzas 

de seguridad en la lucha contra la criminalidad, fortaleciendo así la seguridad y la capacidad 

de respuesta del Estado. 
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2.2.2.2. Bases constitucionales de la tenencia y porte de armas del Ecuador. 

 

La regulación de la tenencia y porte de armas en el Ecuador encuentra sus fundamentos 

en las bases constitucionales que definen los derechos, responsabilidades y equilibrios entre 

el Estado y los ciudadanos en materia de seguridad y autodefensa. La Constitución del 

Ecuador establece principios fundamentales que guían la legislación en este ámbito, 

buscando asegurar la protección de los derechos individuales, al mismo tiempo que garantiza 

la seguridad y el orden público (Alarcón, 2020). Explorar las bases constitucionales de la 

tenencia y porte de armas en Ecuador implica comprender la interacción entre el derecho a 

la autodefensa, la responsabilidad del Estado en la seguridad ciudadana y los límites 

necesarios para mantener un equilibrio justo y seguro en la sociedad. 

 

El derecho a la tenencia y porte de armas es un tema con una gran relevancia en 

Ecuador y está intrínsecamente ligado a las bases constitucionales que rigen el país. La 

Constitución del Ecuador (2008), en su artículo 3 trata sobre los deberes primordiales del 

Estado, de la misma forma menciona en su numeral 8 que el Estado tiene la responsabilidad 

primordial de garantizar a sus habitantes una cultura de paz, seguridad democrática, entre 

otros derechos. Esta disposición constitucional deja en claro el precepto de que la seguridad 

ciudadana y la protección de los derechos de los ciudadanos son deberes ineludibles del 

Estado y sus instituciones. 

 

Los ciudadanos ecuatorianos gozan de un derecho fundamental consagrado en la 

Constitución: el derecho a vivir en un entorno seguro y pacífico, exento de violencia. Desde 

la perspectiva del Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, se establece 

que es responsabilidad primordial del Estado garantizar y proteger los derechos 

fundamentales de sus ciudadanos. 

 

Este enfoque se alinea directamente con la premisa de que la seguridad y la justicia 

son deberes esenciales del Estado, un principio reforzado y respaldado por la Constitución. 

En otras palabras, el Estado asume la obligación prioritaria de salvaguardar la seguridad y 

fomentar la justicia en favor de su población, asegurando un entorno que respete sus 

derechos fundamentales y les proporcione la paz y la protección necesarias. La Constitución, 

por consiguiente, refuerza la noción de que el Estado es el principal defensor de los derechos 

de sus ciudadanos y debe trabajar de manera activa para garantizar su seguridad y bienestar. 

 

Sin embargo, la emisión reciente del Decreto Ejecutivo 707 ha suscitado preocupación 

sobre un posible cambio en la responsabilidad entre el Estado y los civiles en relación con 

la tenencia y porte de armas. Este decreto plantea la opción de que los ciudadanos porten 

armas de fuego, generando inquietudes entre algunos expertos constitucionalistas que ven 

esto como un desvío de los principios constitucionales. Se destaca que los civiles carecen de 

la capacidad operativa, educación y formación necesarias para asumir tal responsabilidad, a 

diferencia de las fuerzas de seguridad del Estado (Pozo, 2019). 
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Estas fuerzas cuentan con capacitación específica, experiencia y protocolos 

establecidos para mantener la seguridad ciudadana. Dado que el deber del Estado es proteger 

los derechos de los ciudadanos, incluido el derecho a la seguridad y a vivir libres de 

violencia, el Decreto 707 plantea interrogantes sobre su conformidad con los preceptos 

constitucionales fundamentales. La revisión de la constitucionalidad de este decreto por 

parte de la Corte Constitucional del Ecuador podría desempeñar un papel crucial, 

permitiendo la adopción de medidas necesarias en caso de contradicción con el texto 

constitucional (Robles, 2023). 

 

El Decreto 707, emitido recientemente, ha generado preocupación en relación con 

posibles cambios en la responsabilidad entre el Estado y los civiles en cuanto a la tenencia 

y porte de armas. Este decreto plantea la posibilidad de que los ciudadanos ecuatorianos 

puedan portar armas de fuego, lo cual algunos expertos constitucionalistas consideran un 

desvío de las bases constitucionales. Se argumenta que los civiles carecen de la capacitación 

y la formación necesarias para asumir un papel en la seguridad pública, mientras que las 

fuerzas de seguridad del Estado poseen dicha preparación. Este cambio plantea interrogantes 

sobre su conformidad con los preceptos constitucionales fundamentales, y la Corte 

Constitucional del Ecuador podría desempeñar un papel crucial en la revisión de su 

constitucionalidad. 

 

En muchas naciones, la regulación de las armas busca equilibrar el derecho individual 

a la autodefensa con la responsabilidad estatal de garantizar la seguridad pública. La 

legislación y las políticas de control de armas varían ampliamente, con algunos países 

imponiendo restricciones más estrictas. Por ejemplo, en Estados Unidos, la Segunda 

Enmienda otorga el derecho a portar armas, pero está sujeto a regulaciones federales y 

estatales. En contraste, países como Japón y Australia tienen regulaciones más rígidas, con 

Japón imponiendo restricciones significativas y Australia implementando leyes más estrictas 

después de un tiroteo masivo en 1996 (Fisher, 2022). La diversidad de enfoques destaca la 

ausencia de una solución única, pero proporciona lecciones valiosas sobre cómo equilibrar 

los derechos individuales con la responsabilidad estatal en la seguridad pública  

 

De este modo, las bases constitucionales que guían la tenencia y porte de armas en 

Ecuador son esenciales para preservar la seguridad y los derechos ciudadanos. Cualquier 

medida vinculada a estos derechos debe someterse a la evaluación de la Corte 

Constitucional, única entidad facultada para interpretar la Constitución. La emisión del 

Decreto 707 ha generado discusión respecto a su alineación con estos principios, suscitando 

interrogantes sobre la posible transferencia de responsabilidades del Estado a los ciudadanos 

en materia de seguridad. El proceso de Control de Constitucionalidad y la revisión experta 

desempeñan un papel crucial en este debate, asegurando que las decisiones en torno a la 

tenencia y porte de armas respeten la Constitución y los derechos fundamentales, 

promoviendo un análisis fundamentado y decisiones informadas en un tema de gran 

relevancia. 
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2.2.2.3. Regulación penal sobre la tenencia y el porte de armas en el Ecuador. 

 

El porte de armas se refiere al derecho o permiso otorgado a un individuo para llevar 

consigo un arma de fuego o blanca en lugares públicos o privados. Este acto está sujeto a 

regulaciones gubernamentales que varían según la jurisdicción, con el objetivo de equilibrar 

la seguridad pública y los derechos individuales. El porte de armas puede estar condicionado 

a requisitos como la capacitación en el manejo seguro de armas, antecedentes penales 

limpios y la renovación periódica del permiso (Ochoa, 2023). 

 

Para Proaño (2021) el porte de armas también implica una dimensión legal y social 

que va más allá del simple acto físico de llevar un arma. Refleja la tensión entre el deseo de 

proteger la libertad personal y el deber de mantener la paz pública. Las leyes que regulan el 

porte de armas buscan establecer un equilibrio delicado entre la seguridad ciudadana y los 

derechos individuales, considerando factores como la tasa de criminalidad, la educación 

sobre armas y la necesidad de defensa personal. 

 

El hablar del porte de armas es una cuestión compleja que involucra tanto aspectos 

individuales como colectivos de la sociedad. En la actualidad se reconoce el derecho 

fundamental de las personas a la autodefensa y a la protección de sus seres queridos, 

principios que a menudo respaldan el argumento a favor del porte de armas, sin embargo, 

este derecho debe ir acompañado de una responsabilidad significativa. 

 

De acuerdo con el artículo 360 de la COIP en donde hace referencia a la tenencia de 

armas, el mismo que consiste en la posesión de un arma de uso civil, deportivo o de colección 

adquirida lícitamente con fines de defensa personal, la cual debe permanecer en un lugar 

determinado. 

 

La tenencia de armas, de acuerdo con el Artículo 360 del Código Orgánico Integral 

Penal (COIP), se refiere al acto legal mediante el cual una persona física o jurídica posee 

armas de fuego, municiones u otros objetos relacionados con el armamento. Este artículo 

establece las condiciones y requisitos específicos que los tenedores de armas deben cumplir 

para garantizar un manejo seguro y responsable, asegurando así el respeto a los derechos 

fundamentales y la protección de la sociedad en su conjunto. 

 

De tal forma, la normativa busca equilibrar el derecho individual de poseer armas con 

la necesidad de prevenir el uso indebido que pueda poner en peligro la seguridad pública. 

En este contexto, veo fundamental que las regulaciones proporcionen una guía clara y 

precisa, garantizando que aquellos que posean armas cumplan con estándares estrictos de 

seguridad, capacitación y antecedentes, contribuyendo así a un ambiente social más seguro 

y protegido. 

 

La regulación penal sobre la tenencia y el porte de armas en Ecuador constituye un 

componente crucial dentro del marco legal que busca equilibrar el derecho individual con la 

responsabilidad estatal de preservar la seguridad pública. Este ámbito normativo, delineado 
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por disposiciones constitucionales y leyes específicas, establece las condiciones y 

limitaciones para que los ciudadanos puedan poseer y portar armas de fuego.  

 

El análisis de estas regulaciones no solo implica una revisión de las disposiciones 

legales, sino también una evaluación constante de su conformidad con los principios 

fundamentales de la Constitución ecuatoriana. La evolución histórica y las reformas 

legislativas en este campo reflejan la constante búsqueda de un equilibrio entre los derechos 

individuales y la necesidad de mantener la paz y seguridad en la sociedad (Aguilera y 

Naranjo, 2019). Este contexto legal en constante cambio plantea interrogantes relevantes 

sobre la eficacia y adecuación de las normativas vigentes, así como sobre las medidas 

adoptadas para abordar los desafíos contemporáneos relacionados con la tenencia y porte de 

armas en el país. 

 

En la actualidad la regulación penal sobre la tenencia y el porte de armas en Ecuador 

se encuentra establecida mediante disposiciones constitucionales y leyes específicas que 

buscan garantizar un equilibrio entre el derecho individual y la responsabilidad estatal de 

mantener la seguridad pública. En este marco normativo, los ciudadanos ecuatorianos 

pueden poseer y portar armas de fuego, pero están sujetos a condiciones y limitaciones 

precisas para evitar el uso indebido de estas. Es fundamental entender que la revisión y ajuste 

continuo de estas regulaciones son esenciales para adaptarse a las necesidades cambiantes 

de la sociedad y para garantizar que los principios fundamentales consagrados en la 

Constitución se respeten plenamente (Romero, 2023). 

 

Es esencial destacar que el reciente Decreto Ejecutivo 707 emitido por el expresidente 

Guillermo Lasso ha generado un debate significativo en relación con la tenencia y el porte 

de armas en Ecuador. Este decreto plantea la posibilidad de que los ciudadanos puedan portar 

armas de fuego para su autodefensa personal, lo que ha generado interrogantes sobre su 

conformidad con las bases constitucionales y su impacto en la seguridad pública. De tal 

forma, la Corte Constitucional juega un papel crucial al evaluar la constitucionalidad de 

medidas como el Decreto 707. La participación activa de expertos en derecho y el proceso 

de Control de Constitucionalidad son mecanismos que contribuyen a un análisis imparcial y 

legal de estas normativas, asegurando que estén alineadas con los principios fundamentales 

de la Constitución y respeten los derechos y la seguridad de los ciudadanos ecuatorianos 

(Angulo, 2023). 

 

De acuerdo con Angulo (2023) menciona que la legislación en Ecuador considera la 

tenencia y el porte de armas como un delito, con el propósito de salvaguardar el bien jurídico 

de la seguridad pública. Esta normativa busca asegurar que los ciudadanos puedan vivir sin 

el temor de que se vean afectados derechos fundamentales como la vida, la integridad física 

y la libertad. 

 

En la actualidad, se observa una falta evidente de regulación en torno a las armas 

traumáticas en la sociedad ecuatoriana. Existe un acceso libre de la población a este tipo de 

armas, y dos factores contribuyen a esta situación: la regulación ambigua de las armas 
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traumáticas en el Código Orgánico Integral Penal y su menor grado de letalidad. Esto último, 

a su vez, influye en la interpretación de jueces y fiscales en casos penales, generando la 

percepción de que, en muchos casos, el propósito original de un arma no se cumple, lo que 

conduce a dificultades en la prosperidad de juicios relacionados con este tipo de armamento 

(Arias y Paredes, 2023). 

 

Por lo tanto, la regulación penal sobre la tenencia y el porte de armas en Ecuador refleja 

el compromiso del Estado con la seguridad pública y la protección de los derechos 

fundamentales de sus ciudadanos. Sin embargo, se evidencian desafíos y áreas de mejora, 

especialmente en la regulación de las armas traumáticas, donde la ambigüedad normativa y 

la baja letalidad de estas armas plantean cuestionamientos sobre la efectividad de la 

legislación. 

 

La falta de claridad en la normativa, combinada con un acceso relativamente libre a 

ciertos tipos de armas, crea un escenario en el que la interpretación y aplicación de la ley 

pueden ser sujetas a distintas apreciaciones. Esto, a su vez, puede generar obstáculos en la 

prosecución de juicios y afectar la eficacia de la normativa existente. 

 

La revisión y ajuste de la legislación, junto con una mayor claridad en la regulación de 

las armas traumáticas, son aspectos que podrían contribuir a fortalecer la eficacia de la 

regulación penal sobre la tenencia y el porte de armas en Ecuador. Además, es fundamental 

abordar estos desafíos con un enfoque que equilibre adecuadamente la protección de la 

seguridad pública con el respeto a los derechos individuales de la ciudadanía. 

 

2.2.3. Unidad III. Análisis del Decreto Ejecutivo 707 de 2023, sobre la tenencia 

y porte de armas para establecer el alcance de las atribuciones del presidente de la 

República respecto a la regulación de tenencia y porte de armas 

 

2.2.3.1. Fundamentos del Decreto Ejecutivo. 

 

Los fundamentos del Decreto Ejecutivo 707 de 2023 se centran en la necesidad de 

abordar la creciente preocupación por la seguridad ciudadana en Ecuador. Este decreto 

encuentra sus bases en la premisa de fortalecer la capacidad de autodefensa de los ciudadanos 

y respaldar los esfuerzos de las fuerzas de seguridad para combatir la delincuencia, el 

narcotráfico y el crimen organizado. Uno de los pilares fundamentales es el reconocimiento 

del derecho a la autodefensa personal como un componente esencial de los derechos 

individuales de los ciudadanos. Este reconocimiento se alinea con la idea de que la seguridad 

no es solo responsabilidad del Estado, sino que también involucra la participación activa de 

la sociedad (Cárdenas, 2023). 

 

La legítima defensa es un principio legal que justifica el uso de la fuerza por parte de 

una persona para proteger su vida, integridad física, propiedades o los derechos 

fundamentales propios o de terceros, cuando se enfrenta a una amenaza inminente e 

ilegítima. En muchos sistemas legales, la legítima defensa es reconocida como un derecho 
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fundamental y exime al individuo que la ejerce de responsabilidad penal, siempre y cuando 

la respuesta sea proporcionada y necesaria dadas las circunstancias (Jaramillo y Molina, 

2022). 

Desde una perspectiva personal, la legítima defensa representa un equilibrio delicado 

entre el derecho a la autodefensa y la necesidad de mantener un orden social basado en el 

respeto a la vida y la seguridad de los individuos. Es un concepto ético y legal que, si bien 

es esencial para proteger los derechos individuales, debe ser aplicado con responsabilidad y 

cuidado. La legítima defensa no justifica la violencia desmedida; más bien, subraya la 

necesidad de responder de manera proporcional y dirigida ante una amenaza real e 

inminente. En última instancia, la comprensión y aplicación adecuada de la legítima defensa 

contribuyen a la preservación de la seguridad individual y colectiva en una sociedad justa y 

equitativa. 

En el contexto del Código Orgánico Integral Penal (COIP) de Ecuador, la legítima 

defensa se refiere a la acción de repeler una agresión actual e inminente, utilizando la fuerza 

necesaria y proporcional para proteger la vida, integridad personal, libertad o derechos 

fundamentales propios o de terceros. El COIP establece criterios específicos que deben 

cumplirse para que una persona pueda alegar legítima defensa, considerando factores como 

la proporcionalidad de la respuesta y la falta de provocación injusta por parte del defensor. 

 

La inclusión de normativas sobre legítima defensa en el COIP es crucial para 

garantizar la justicia y proteger los derechos individuales en situaciones de amenaza. Es 

esencial que la ley defina claramente los límites y condiciones para el ejercicio de la legítima 

defensa, evitando así abusos y promoviendo respuestas proporcionadas ante situaciones de 

riesgo. Este enfoque legal contribuye a una sociedad donde la autodefensa es reconocida 

como un derecho, pero al mismo tiempo se regula para evitar excesos y asegurar la seguridad 

y el bienestar común. 

 

Además, el decreto considera la importancia de proporcionar a los ciudadanos 

herramientas legales que les permitan contribuir a la seguridad pública de manera 

responsable. Para ello, se establecen regulaciones específicas sobre la posesión y porte de 

armas de fuego, definiendo condiciones y requisitos para su adquisición, así como 

limitaciones claras para evitar su uso indebido. El contexto de inseguridad y la necesidad de 

una respuesta efectiva a los desafíos criminales en el país se presentan como elementos clave 

que fundamentan la emisión del Decreto Ejecutivo 707.  

 

De acuerdo con Robles (2023) menciona que el Decreto Ejecutivo 707 de 2023 en 

Ecuador se fundamenta en varios aspectos que reflejan la intención del gobierno de abordar 

la problemática de seguridad ciudadana en el país. Algunos de los fundamentos clave son: 

 

• Derecho a la Autodefensa: El decreto reconoce el derecho a la autodefensa personal 

como un componente esencial de los derechos individuales de los ciudadanos. Este 

reconocimiento sugiere la creencia de que empoderar a los ciudadanos para 

defenderse a sí mismos contribuirá a la seguridad general. En el ámbito legal, el 
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derecho a la autodefensa se extiende a la posibilidad de que las partes intervengan y 

se defiendan a sí mismas en un proceso, sin de representación legal (Bellido, 2022). 

 

• Apoyo a las Fuerzas de Seguridad: El decreto busca respaldar los esfuerzos de las 

fuerzas de seguridad, como la Policía Nacional, en la lucha contra la delincuencia, el 

narcotráfico y el crimen organizado. Establece la posibilidad de que los ciudadanos 

colaboren de manera más activa en estos esfuerzos, especialmente en situaciones de 

emergencia. Es importante destacar que el apoyo a las fuerzas de seguridad puede 

variar según el contexto y las necesidades específicas de cada país o región 

(Rodríguez, 2022). 

 

• Rigor en la Regulación: Aunque busca otorgar mayores libertades en la posesión y 

porte de armas, el decreto establece regulaciones específicas para garantizar un uso 

responsable y legal. Define condiciones y requisitos para la adquisición de armas de 

fuego, establece límites y condiciones para su transporte, y prohíbe el porte en 

lugares específicos, como instituciones educativas. Ecuador abarca diversos ámbitos, 

desde la extradición y la recepción de pruebas en el extranjero hasta la regulación de 

la inteligencia artificial (Aldaz et al., 2019). 

 

• Contexto de Inseguridad: El contexto de inseguridad en el país, marcado por 

desafíos significativos en términos de criminalidad y narcotráfico, se presenta como 

uno de los motivos fundamentales para la emisión de este decreto. Se percibe como 

una respuesta a la necesidad de fortalecer la seguridad nacional y proporcionar a la 

población herramientas legales para enfrentar amenazas. Además, la representación 

mediática del delito y la violencia puede desempeñar un papel importante (Focás & 

Kessler, 2020). 

 

• Balance entre Autonomía e Interés Colectivo: El decreto busca equilibrar la 

autonomía individual con la responsabilidad colectiva en materia de seguridad. 

Reconoce la importancia de empoderar a los ciudadanos sin comprometer la 

seguridad general y establece límites claros para evitar el uso indebido de las armas. 

Asimismo, en educación, se plantea la necesidad de encontrar un equilibrio en el 

modelo de autonomía de los centros escolares (Montalvo, 2022). 

 

De tal forma que el Decreto Ejecutivo 707 de 2023 refleja una estrategia 

gubernamental para abordar la seguridad ciudadana desde una perspectiva que involucra 

tanto a las fuerzas de seguridad como a los ciudadanos individuales, estableciendo un marco 

regulatorio que busca equilibrar la autonomía individual con la seguridad colectiva. De 

acuerdo con el Ministerio de Defensa del Ecuador (2022), menciona que entre los requisitos 

para la tenencia de armas se consideran los siguientes puntos. 

 

Licencia o Permiso: Obtener una licencia o permiso legal para la tenencia de armas, 

emitido por la autoridad competente. Este proceso generalmente implica la presentación de 

una solicitud formal, acompañada de documentación que respalde la idoneidad del 
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solicitante. Estos permisos permiten a los beneficiarios poseer y portar armas de fuego en su 

dominio de acuerdo con el art 360 del COIP en donde se establece claramente las 

distinciones entre la tenencia y el porte de armas, proporcionando definiciones específicas y 

requisitos legales para ambas prácticas. En cuanto a la tenencia, se destaca que implica la 

posesión de un arma de uso civil adquirida de manera lícita y con propósitos específicos, 

como defensa personal, deportes o colección. La ubicación de dicha tenencia puede ser en 

lugares particulares, como un domicilio o lugar de trabajo, y está sujeta a la autorización de 

la autoridad competente del Estado. Se establece una sanción clara, con una pena privativa 

de libertad de seis meses a un año para aquellos que posean armas de uso civil sin la debida 

autorización. Por otro lado, se destaca la tenencia como la posesión legítima de un arma de 

uso civil adquirida legalmente para defensa personal, deportes o colección, sujeta a 

autorización estatal. La ubicación específica de la tenencia, como domicilio, lugar de trabajo 

o dirección particular, se enfatiza. La penalización para aquellos que tengan armas sin 

autorización estatal sigue siendo una pena privativa de libertad de seis meses a un año. 

Aunque la redacción es ligeramente diferente, el cambio principal parece estar en la mención 

específica de la tenencia y en la precisión sobre los lugares permitidos. 

 

• Antecedentes Penales Limpios: Demostrar la ausencia de antecedentes penales 

graves que puedan poner en duda la idoneidad del solicitante para poseer un arma. 

Esto implica una revisión exhaustiva de los registros penales del solicitante. El 

certificado solo cubre los antecedentes penales dentro del país. Puede solicitar el 

certificado de antecedentes penales siempre que cuente con la autorización y 

documentación necesarias (Varela, 2020). 

 

• Capacitación en el Manejo Seguro de Armas: Completar cursos de entrenamiento 

sobre el manejo seguro de armas de fuego. Estos cursos suelen incluir instrucciones 

sobre la manipulación adecuada, almacenamiento seguro, y normas éticas y legales 

asociadas con la tenencia de armas. Estos programas están diseñados para 

proporcionar a los participantes los conocimientos y habilidades necesarios para 

manejar armas de manera segura y responsable (Sílva, 2021). 

 

• Evaluación Psicológica: Someterse a una evaluación psicológica para determinar la 

estabilidad mental y emocional del solicitante, asegurando que la tenencia de armas 

no represente un riesgo para la seguridad personal o pública. Los datos recopilados 

se utilizan para diversos fines, como el diagnóstico de trastornos mentales, la toma 

de decisiones y la planificación del tratamiento como psicólogos clínicos, 

educacionales y de la salud (Unir, 2022). 

 

• Edad Mínima: La edad mínima para el porte de armas en Ecuador, según el decreto 

emitido por el Ministerio de Defensa, es de al menos 25 años. Esta medida se 

enmarca en la autorización del Gobierno ecuatoriano para que los civiles puedan 

portar armas para defensa personal, como respuesta a la escalada del crimen en el 

país. Los civiles que deseen portar un arma deben cumplir con requisitos estrictos, 

incluyendo la evaluación psicológica y toxicológica (Mella, 2023). 
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• Renovación Periódica: Los permisos para la tenencia y porte de armas de fuego 

para personas naturales tienen una vigencia de dos años, mientras que, para empresas, 

vigilancia fija y móvil, la vigencia es de cinco años. La renovación de estos permisos, 

se deben cumplir con los requisitos establecidos en un reglamento, que incluyen 

certificados de pruebas psicológicas, toxicológicas, de no registro de antecedentes 

penales, entre otros (Freepik, 2023). 

 

• Registro de Armas: Registrar todas las armas de fuego en posesión del titular, 

proporcionando información detallada sobre cada arma para facilitar su rastreo y 

control por parte de las autoridades. Estos requisitos pueden incluir la presentación 

de certificados biométricos emitidos por la Policía Nacional del Ecuador y 

documentos que demuestren la propiedad o el domicilio del solicitante (SINCOAR, 

2022). 

 

• Uso Responsable: Compromiso del solicitante a utilizar las armas de manera 

responsable y legal, respetando las normativas y empleándolas solo en situaciones 

permitidas por la ley, como la legítima defensa. Esto implica que los propietarios de 

armas deben cumplir con las regulaciones y restricciones establecidas por la ley, y 

tomar medidas para garantizar que las armas se almacenen de manera segura y se 

utilicen (Rubio, 2023). 

 

Estos requisitos varían según la jurisdicción y la legislación local, y es importante 

revisar y cumplir con los requisitos específicos de la ubicación correspondiente para 

garantizar el cumplimiento legal y la seguridad pública. De acuerdo con el tipo de armas de 

uso civil que son autorizados en Ecuador, Logroño (2021) menciona: 

 

• Pistolas y Revólveres: Las pistolas semiautomáticas y los revólveres son comunes 

entre las armas de fuego autorizadas para uso civil, generalmente destinadas a la 

autodefensa personal. 

 

• Escopetas: Las escopetas, especialmente aquellas diseñadas para el tiro deportivo o 

la caza, son a menudo permitidas para uso civil en lugares donde se regula la tenencia 

de armas. 

 

• Carabinas: Carabinas, que son versiones más cortas de rifles, pueden estar 

permitidas para actividades específicas como el tiro deportivo o la caza. 

• Armas de Aire Comprimido: Pistolas y rifles de aire comprimido o de CO2, 

utilizadas comúnmente para actividades recreativas y deportivas, suelen ser legales 

y accesibles para el público. 
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• Armas No Letales: Dispositivos no letales, como pistolas de electrochoque, 

aerosoles de defensa personal y dispositivos de aturdimiento, pueden estar 

permitidos en algunos lugares para autodefensa. 

 

Es importante tener en cuenta que las regulaciones sobre armas de uso civil varían 

ampliamente y pueden incluir restricciones sobre características específicas de las armas, 

límites de capacidad de cargadores, requisitos de almacenamiento seguro y, además, algunos 

tipos de armas, como las automáticas o ciertas armas de alto calibre, suelen estar más 

restringidas debido a su potencial de causar daños significativos. 

 

2.2.3.2. Demandas de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo. 

 

La emisión de decretos ejecutivos por parte de los órganos ejecutivos es una 

herramienta común para la implementación de políticas y regulaciones en un país. Sin 

embargo, cuando estos decretos generan controversia en cuanto a su constitucionalidad, 

surgen las demandas de inconstitucionalidad como un mecanismo legal para cuestionar su 

validez. De modo que las demandas de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo se 

convierten en un medio fundamental para asegurar que la normativa presidencial se ajuste a 

los principios y preceptos establecidos en la Constitución del país. 

 

En el caso del Decreto Ejecutivo 707 de 2023 genera controversia en relación con su 

conformidad constitucional, las demandas de inconstitucionalidad surgen como un 

mecanismo legal esencial para cuestionar su validez. En el caso específico del Decreto 

Ejecutivo 707, que aborda la tenencia y porte de armas en Ecuador, las demandas de 

inconstitucionalidad adquieren una relevancia significativa debido a las posibles 

implicaciones en los derechos y garantías fundamentales de los ciudadanos (Arroyo & 

Moreno, 2023). 

 

El analizar las demandas de inconstitucionalidad es crucial para asegurar que el 

Decreto Ejecutivo 707 se ajuste a los preceptos y principios constitucionales de Ecuador. 

Esto garantiza el respeto a la norma suprema y la preservación de un Estado de Derecho, 

esto permite evaluar cómo el decreto impacta los derechos fundamentales de los ciudadanos, 

como la seguridad, la integridad personal y la libertad. Este análisis es esencial para 

identificar posibles vulneraciones y tomar medidas correctivas (Jiménez, 2023). 

 

2.2.4. Incidencia del Decreto Ejecutivo en el tipo penal de tenencia y porte de 

armas. 

 

De acuerdo con Paredes (2022) menciona que el Decreto Ejecutivo es considerado 

como instrumento normativo emanado del poder ejecutivo, juega un papel crucial en la 

configuración y modificación de políticas públicas y, en el ámbito legal, consigue tener 

repercusiones significativas en distintos aspectos de la sociedad. Uno de los ámbitos en los 

que la incidencia del Decreto Ejecutivo se hace evidente es en el tipo penal de tenencia y 

porte de armas. Esta figura legal, que busca regular y controlar la posesión y portación de 
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armas de fuego, constituye un elemento esencial para salvaguardar la seguridad pública y 

prevenir actos delictivos. 

 

La influencia de los decretos ejecutivos en este contexto tiene un impacto directo en 

las regulaciones y restricciones asociadas a la tenencia y porte de armas, generando debates 

sobre la adecuación de dichas medidas a los principios constitucionales y a las necesidades 

de una sociedad en constante evolución. En este contexto, exploraremos la incidencia del 

Decreto Ejecutivo en el tipo penal de tenencia y porte de armas, analizando sus fundamentos, 

implicaciones y el posible alcance de las medidas adoptadas en relación con la seguridad y 

los derechos fundamentales de los ciudadanos (Chiriboga, 2022). 

 

El Decreto Ejecutivo 707 de 2023 ha emergido como un punto de gran relevancia en 

la esfera legal ecuatoriana, suscitando debates y reflexiones en torno a su impacto en el tipo 

penal de tenencia y porte de armas. Este decreto, emanado del poder ejecutivo, introduce 

cambios sustanciales en las regulaciones que rigen la posesión y portación de armas de fuego 

en el país. Dada la intrínseca conexión entre las políticas gubernamentales y el sistema penal, 

la incidencia de este decreto en el marco jurídico que regula la tenencia y porte de armas es 

un tema de profundo interés y relevancia. Es por ello importante analizar la naturaleza y 

fundamentos del Decreto Ejecutivo 707 de 2023, así como su influencia en el tipo penal de 

tenencia y porte de armas, evaluando las posibles implicaciones y desafíos que plantea para 

la seguridad pública y los derechos fundamentales de los ciudadanos (Paredes, 2022). 

 

La incidencia del Decreto Ejecutivo 707 de 2023 en el tipo penal de tenencia y porte 

de armas reviste una importancia significativa en el contexto legal ecuatoriano. Este decreto, 

al introducir modificaciones en las regulaciones sobre el manejo de armas de fuego, no solo 

impacta la dinámica de las políticas gubernamentales, sino que también influye directamente 

en el sistema penal del país. 

 

En primer lugar, la importancia radica en la redefinición de los límites y requisitos 

para la posesión y portación de armas por parte de los ciudadanos. Este cambio normativo 

repercute directamente en la seguridad pública, al modificar las condiciones bajo las cuales 

los individuos pueden acceder y utilizar armas de fuego. Además, la incidencia del decreto 

tiene un impacto significativo en el ámbito de los derechos fundamentales de los ciudadanos, 

siendo que la regulación de este tipo de instrumentos influye directamente en el derecho a la 

seguridad personal, ya que busca equilibrar la protección de la sociedad con las libertades 

individuales. Por un lado, medidas más restrictivas logran contribuir a la prevención de la 

violencia y la delincuencia, promoviendo así un entorno más seguro para todos. Sin 

embargo, es crucial encontrar un balance que no menoscabe el derecho legítimo de los 

ciudadanos a la legítima defensa y la autonomía personal. La implementación de este decreto 

consideró los derechos fundamentales de los ciudadanos, garantizando que las regulaciones 

sean proporcionadas, justas y respeten la integridad de los individuos mientras se aborda la 

seguridad pública de manera efectiva. 

 



 

43 

El tipo penal de tenencia y porte de armas está intrínsecamente vinculado a la 

protección de la vida, la integridad física y la libertad de las personas. Por lo tanto, cualquier 

alteración en estas regulaciones debe ser examinada cuidadosamente para asegurar que no 

comprometa estos derechos fundamentales. 

 

El Código Orgánico Integral Penal estipula que la posesión y porte de armas deben 

limitarse a ubicaciones específicas, como el domicilio, dirección particular o lugar de 

trabajo. Sin embargo, a partir del 1 de abril de 2023, el Decreto Ejecutivo 707 amplió la 

autorización para la tenencia y porte de armas de uso civil con fines de autodefensa a nivel 

nacional, permitiendo que los ciudadanos estén armados en cualquier parte del territorio 

ecuatoriano. Esta medida se adoptó con el objetivo de fortalecer la seguridad ciudadana, 

considerándola como una responsabilidad exclusiva del Estado ecuatoriano. Datos 

recopilados por diversas entidades, como el INEC, el Ministerio del Interior, la fiscalía 

general del Estado y la Policía Nacional, revelan que el 71% de los homicidios y asesinatos 

en el país involucran armas de fuego, siendo el 75% de estas catalogadas como armas de uso 

civil. Un estudio de la Policía Nacional en 2015 indicó que el 90% de las armas incautadas 

eran consideradas de uso civil. Además, se ha observado un aumento en los robos y asaltos 

a mano armada en los últimos años, sugiriendo un incremento en el uso indebido de armas 

de fuego, lo que contribuye a la violencia y representa un riesgo para la población (Lema, 

2021). 

 

Al establecer parámetros claros y específicos sobre la tenencia de armas de fuego, el 

decreto proporciona una base normativa que simplifica la interpretación y aplicación de las 

disposiciones legales contempladas en el COIP. La definición precisa de las condiciones 

para la posesión legal de armas facilita la labor de las autoridades penales al reducir la 

ambigüedad en torno a este tema, permitiendo una identificación más eficiente de conductas 

delictivas relacionadas con el uso indebido de armas. Además, al incorporar medidas de 

control y supervisión efectivas, el decreto contribuye a optimizar los recursos del sistema 

penal, enfocándolos en casos de mayor relevancia criminal y fortaleciendo la capacidad de 

respuesta de las autoridades frente a actividades ilícitas vinculadas al uso de armas. En 

consecuencia, el decreto actúa como una herramienta fundamental para agilizar la 

implementación y ejecución de las disposiciones legales del COIP en el ámbito penal. 

 

Bajo el marco legal, se ha autorizado el porte y tenencia de armas para la defensa 

personal de individuos, gracias a reformas llevadas a cabo en varios cuerpos legales a través 

de la función legislativa y los cuerpos normativos encargados de regular los permisos y 

licencias para el uso de armas. Ahora, en situaciones que involucran el ejercicio individual 

del porte y uso de armas, así como en lo que respecta a la seguridad en la tenencia y porte 

de armas, se han establecido condiciones específicas relacionadas con la aplicación en casos 

de legítima defensa, los límites de la normativa y los requisitos legales para el uso de armas 

sujetas a regulación. 

 

La implementación de este decreto tiene consecuencias en la eficacia del sistema de 

justicia penal, puesto que influye directamente en la capacidad de las autoridades para 
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prevenir, investigar y perseguir delitos relacionados con el uso indebido de armas. Siendo 

así que un decreto bien diseñado y aplicado mejora la eficacia al establecer criterios claros 

para la legalidad de la posesión de armas, facilitando así la identificación y persecución de 

actividades delictivas. Sin embargo, una implementación deficiente o normativas ambiguas 

pueden generar obstáculos, afectando la capacidad de las fuerzas del orden para aplicar la 

ley de manera efectiva. Además, es crucial considerar el equilibrio entre la regulación 

necesaria y el respeto de los derechos individuales, ya que medidas excesivamente 

restrictivas podrían generar desafíos legales y afectar la confianza en el sistema de justicia 

penal. 

 

En última instancia, la implementación del decreto de posesión y uso de armas juega 

un papel crucial en la eficacia del sistema de justicia penal, y su impacto debe ser 

cuidadosamente evaluado y ajustado para garantizar una aplicación equitativa y eficiente de 

la ley, ya que la aplicación inadecuada afecta de manera en que se llevan a cabo los juicios 

y se aplican las sanciones correspondientes en casos relacionados con la tenencia y porte de 

armas, a su vez permite realizar ajustes en las normativas de seguridad relacionadas con la 

posesión y portación de armas, siendo crucial para adaptar las regulaciones a las necesidades 

cambiantes de la sociedad y mejorar la eficacia en el control de armas de fuego. La 

regulación de la tenencia y porte de armas involucra un delicado equilibrio entre el derecho 

individual a la autodefensa y la responsabilidad del Estado de mantener la seguridad pública. 

El decreto podría buscar establecer un marco legal que respete estos derechos individuales, 

al tiempo que garantiza la seguridad colectiva. 

 

La connotación del factor político y la seguridad ciudadana del proyecto nace del 

entorno teórico de estudio al que se hace referencia, así como de las leyes intrínsecas, la 

incidencia depende de la concepción de los sectores de afectación. Los Derechos 

fundamentales del hombre se respetan por igual en la mayoría de países, sin embargo, la 

concepción política del mismo establece algunas diferencias, sobre todo en la aplicación de 

las leyes, hay sectores políticos que sostienen teorías muy particulares y contrarias a los de 

otros sectores. En nuestro país la necesidad es de vital importancia en el ámbito social del 

comercio los empresarios se ven en constante apogeo con el manejo de dinero y se ven 

vulnerables ante las necesidades de no saber cómo protegerse (Meléndez, 2020). 

 

De acuerdo con la Ley Orgánica Reformatoria del Código Orgánico Integral Penal 

con Registro Oficial del 22 de agosto de 2022, Suplemento No. 131, en el artículo 360 indica 

que la tenencia y el porte de armas se refieren al derecho legítimo de propiedad de un arma, 

la cual puede ubicarse en un lugar específico, como una dirección particular, domicilio o 

lugar de trabajo, sujeto a la autorización de la autoridad estatal competente. Aquellos 

individuos que posean armas de fuego sin la debida autorización serán castigados con una 

pena privativa de libertad que oscila entre seis meses y un año. En cuanto al porte, implica 

llevar consigo o tener al alcance un arma de forma permanente dentro de una jurisdicción 

definida, y su ejercicio también está sujeto a la autorización de la autoridad competente del 

Estado. Las personas que porten armas de fuego sin la correspondiente autorización 

enfrentarán una pena privativa de libertad que va de tres a cinco años. 
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Mientras que, la Ley Orgánica Reformatoria a Varios Cuerpos Legales para el 

Fortalecimiento de las Capacidades Institucionales y la Ley de Seguridad con el Registro 

Oficial del 29 de marzo de 2023, Suplemento No. 279, se sustituyó el artículo 360 haciendo 

mención a la reforma de la tenencia y porte no autorizado de armas, en donde la tenencia 

implica tener en posesión un arma de uso civil que ha sido adquirida de manera legítima y 

se utiliza con fines de defensa personal, deportivos o de colección. La ubicación de dicha 

arma puede ser específica, como un domicilio, lugar de trabajo o dirección particular, y su 

posesión requiere la autorización correspondiente de la autoridad estatal. Aquellos que, a 

pesar de haber adquirido legalmente un arma, la tengan sin la autorización estatal serán 

sancionados con una pena de prisión de seis meses a un año. 

 

En donde estas dos reformas tratan sobre la tenencia y el porte de armas, abordando 

cambios legislativos en dos momentos distintos. El primero, según la Ley Orgánica 

Reformatoria del Código Orgánico Integral Penal de agosto de 2022, establece que la 

tenencia y el porte de armas están vinculados al legítimo derecho de propiedad, requiriendo 

autorización estatal para su posesión y portabilidad. Las sanciones por posesión no 

autorizada oscilan entre seis meses y un año, mientras que por porte no autorizado varían de 

tres a cinco años de privación de libertad. En contraste, la reforma de marzo de 2023 

sustituyó el artículo 360 y cambió el enfoque de la tenencia y porte no autorizado de armas. 

Ahora, se enfoca en la tenencia, que implica la posesión de un arma de uso civil adquirida 

lícitamente para defensa personal, deporte o colección. La ubicación específica de la 

tenencia, como un domicilio o lugar de trabajo, requiere autorización estatal. Aquellos que, 

a pesar de haber adquirido legalmente un arma, la tengan sin la debida autorización, 

enfrentarán penas de prisión de seis meses a un año. Estos cambios reflejan ajustes en la 

legislación que buscan definir de manera más clara las circunstancias y requisitos para la 

posesión y el porte de armas. 

 

De tal forma que el porte se refiere a llevar consigo o tener al alcance un arma de 

manera permanente dentro de una jurisdicción definida, también sujeto a la autorización de 

la autoridad estatal. Aquellos que porten armas de fuego sin la debida autorización 

enfrentarán una pena de prisión de tres a cinco años. Cabe destacar que no se considera delito 

la tenencia o el porte no autorizado si la persona demuestra haber presentado una solicitud 

de renovación del permiso correspondiente al organismo de control, siempre y cuando esta 

solicitud haya sido presentada con no más de noventa días de antelación. 
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CAPÍTULO III.  

 

METODOLOGÍA 

 

3.1. Tipos de investigación 

 

Por los objetivos que se alcanzó en este trabajo investigativo, se mencionó que la 

investigación fue de tipo: 

 

Básica: También conocida como investigación pura o fundamental, es un tipo de 

investigación científica que tiene como objetivo mejorar las teorías científicas para una 

mejor comprensión y predicción de fenómenos naturales o de la realidad en general 

(Narvaez, 2021). En relación con el estudio de la normativa legal por el tipo de problema a 

investigarse.  

 

Descriptiva: es un tipo de investigación cuantitativa que tiene como objetivo 

principal describir y caracterizar las características, comportamientos o fenómenos de una 

población o fenómeno específico, sin manipular o modificar las variables involucradas 

(Cruz, 2021). Los resultados de la investigación se describieron de una manera más 

esclarecedora sobre el problema que se investigó. 

 

Documental-bibliográfico: Es una técnica de investigación que consiste en explorar 

y analizar lo que se ha escrito y publicado anteriormente sobre un tema determinado, con el 

objetivo de conocer las ideas y fuentes existentes en el campo de estudio (Zorrilla, 2021). 

La presente investigación fue documental-bibliográfica para la elaboración de los aspectos 

teóricos del trabajo investigativo se utilizó documentos físicos y virtuales, que contribuyeron 

a la fundamentación doctrinaria de la presente investigación.  

 

3.2. Diseño de investigación 

Por la naturaleza y complejidad de la investigación su diseño fue no experimental, el 

problema fue estudiado y observado tal como se da en su contexto, es decir no se manipuló 

intencionalmente variables como en el diseño experimental, pero si se sujetó a conclusiones. 

 

3.3.Técnicas de recolección de datos 

 

• Técnicas 

 Encuesta: Es el procedimiento más utilizado, permite al investigador recopilar 

información mediante un cuestionario previamente diseñado, es por ello que en esta 

investigación se realizó preguntas cerradas a la población en estudio con la finalidad de 

conocer acerca del Decreto ejecutivo No. 707 de 2023. 

• Instrumento 

 

Cuestionario: Se utilizó para obtener información específica y relevante. En esta 

investigación se llevó a cabo un cuestionario con diez preguntas estructuradas. 
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3.4.Población de estudio y tamaño de muestra 

 

• Población 

La población que intervino en la presente investigación estuvo conformada por 15 

profesionales del derecho en libre ejercicio de su profesión con especialidad en materia 

constitucional y penal asentados en el cantón Riobamba provincia de Chimborazo, por 

cuanto son una fuente fidedigna en el objetivo de obtener información valiosa en el 

desarrollo del presente trabajo investigativo. 

 

• Muestra 

A criterio de los investigadores se utilizó un muestreo no probabilístico de conveniencia ya 

que se encuesto a conocedores de la materia con un total de 15 involucrados, por tanto, no 

fue necesario aplicar fórmulas para obtener muestra. 

 

3.5. Hipótesis  

¿El Decreto Ejecutivo No 707 de fecha 01 de abril del 2023, destinado a autorizar el 

porte de armas de uso civil para defensa personal a nivel nacional a aquellas personas 

naturales que cumplan los requisitos de conformidad con la Ley, es inconstitucional? 

 

3.6.Métodos de análisis y procesamiento de datos. 

 

• Métodos  

            Método jurídico-doctrinal: permitió analizar las posiciones legales sobre el tema 

objeto de investigación para arribar a conclusiones científicamente válidas. 

 

Método jurídico-analítico:  facilitó la correcta comprensión del alcance y sentido 

de las normas jurídicas sobre el tema a investigarse y su estudio en función del contexto 

político, económico y social y en el que se expidieron. 

 

Método inductivo: permitió ejecutar el proyecto investigativo a partir de la práctica 

del pensamiento o razonamiento inductivo, caracterizado por ser ampliativo, esto, a partir de 

una evidencia singular, que sugiere la posibilidad de una conclusión universal. 

 

Método Descriptivo: permitió describir y evaluar ciertas características de una 

situación particular en uno o más puntos del 'tiempo', analizando los datos reunidos para 

descubrir así, que variables están relacionadas entre sí 

 

• Procesamiento de datos  

Se utilizaron técnicas de interpretación de datos mediante software como Microsoft 

Office Excel, que incluye funciones de tablas y gráficos, con el objetivo de obtener 

resultados y conclusiones precisos y cercanos a la realidad.  



 

48 

CAPÍTULO IV. 

 

 RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

4.1. Resultados 

Se aplicó una encuesta a una población conformada por 15 profesionales del derecho 

en libre ejercicio de su profesión con especialidad en materia constitucional y penal 

asentados en el cantón Riobamba provincia de Chimborazo. Los resultados se evidencian a 

continuación: 

 

PREGUNTA NO.1.  

 

¿Tiene conocimiento acerca de lo que representa un decreto? 

 

Tabla 1 Pregunta 1 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 15 100% 

No 0 0% 

Total 15 100% 
Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 1 Pregunta 1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

             

Análisis e Interpretación 

De las 15 personas que fueron encuestadas el 100% mencionaron que tienen 

conocimiento acerca de lo que representa un decreto. Esto se debe a la familiaridad de la 

mayoría de los abogados con los decretos se debe principalmente a su educación y formación 

en derecho, así como a su práctica profesional, puesto que muchos abogados trabajan en 

áreas donde el conocimiento de los decretos es esencial. Por ejemplo, aquellos que practican 

el derecho administrativo, el derecho constitucional, el derecho gubernamental o el derecho 

regulatorio pueden encontrarse regularmente con decretos en su trabajo diario. 



 

49 

PREGUNTA NO.2.  

 

¿Está familiarizado con las diversas categorías de decretos que existen? 

 

Tabla 2  

Pregunta 2 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 10 67% 

No 5 33% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 2 

 Pregunta 2  

 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

El 67% de los encuestados que representa a 10 personas mencionaron estar 

familiarizados con las diversas categorías de decretos que existen, mientras que el 33% no 

se encuentran familiarizados con las diversas categorías de decretos. Esto se debe a que los 

abogados durante su formación en derecho estudian diversas áreas del derecho, incluido el 

derecho administrativo y gubernamental. Este estudio integral abarca diferentes categorías 

de decretos y la forma en que afectan a la sociedad y a la administración pública. 
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PREGUNTA NO.3.  

 

¿Está al tanto del contenido del Decreto Ejecutivo Nro. 707, emitido por el expresidente 

Guillermo Lasso en abril de este año? 

 

Tabla 3  

Pregunta 3 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 12 80% 

No 3 20% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 3  

Pregunta 3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

De acuerdo con Decreto Ejecutivo No. 707, el 80% de los encuestados mencionaron 

estar al tanto de su contenido, mientras que el 20% desconocen del contenido del decreto. 

Esto es por los decretos ejecutivos, en muchos sistemas legales, tienen fuerza de ley y son 

emitidos por la autoridad ejecutiva, como el presidente o el jefe del ejecutivo. Por lo tanto, 

son normativas vinculantes que deben ser conocidas y entendidas por los abogados para 

asegurarse de que sus clientes cumplan con la ley. Lo que significa que este tipo de decretos 

podría tener un impacto significativo en áreas específicas del derecho, por lo tanto, los 

abogados necesitan entender estas implicaciones para brindar asesoramiento legal adecuado 

a sus clientes y para ajustar sus estrategias legales según sea necesario. 
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PREGUNTA NO.4.  

 

¿Está informado acerca de los antecedentes que motivaron al expresidente Lasso a 

emitir el Decreto Ejecutivo Nro. 707? 

 

Tabla 4  

Pregunta 4 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 15 100% 

No 0 0% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 4  

Pregunta 4 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

El 100% de los encuestados mencionaron estar informados acerca de los 

antecedentes que motivaron al expresidente Lasso a emitir el Decreto Ejecutivo Nro. 707. 

Esto quiere decir que al comprender los antecedentes proporciona contexto legal y 

normativo, lo que ayuda a los abogados y profesionales legales a interpretar de manera más 

precisa las disposiciones y objetivos del decreto. Esto es fundamental para asesorar a los 

clientes sobre cómo cumplir adecuadamente con la normativa, de la misma manera es crucial 

para evaluar el impacto potencial en diversos sectores y para prever posibles cambios en 

políticas públicas. 
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PREGUNTA NO .5.  

 

¿Está familiarizado con el concepto de control de constitucionalidad y con la entidad 

encargada de llevar a cabo este proceso? 

 

Tabla 5  

Pregunta 5 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 6 40% 

No 9 60% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 5  

Pregunta 5 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

De las 15 personas encuestadas, el 60% mencionaron no estar familiarizados con el 

concepto de control de constitucionalidad y con la entidad encargada de llevar a cabo este 

proceso, mientras que el 40% si se encuentran familiarizados con dicho concepto y conocen 

la entidad encargada del proceso. Esto ocurre porque los abogados a menudo se especializan 

en áreas específicas del derecho. Aquellos que se centran en áreas que no suelen involucrar 

desafíos constitucionales pueden no tener tanta exposición o necesidad de conocimiento 

sobre el control de constitucionalidad. 
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PREGUNTA NO. 6. 

 

 ¿Tiene conocimiento acerca de la acción de inconstitucionalidad? 

 

Tabla 6  

Pregunta 6 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 14 93% 

No 1 7% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 6  

Pregunta 6 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

El 93% de los encuestados tienen conocimientos acerca de la acción de 

inconstitucionalidad, mientras que el 7% desconocen. Esto se debe a que la acción de 

inconstitucionalidad es una herramienta legal crucial en muchos sistemas legales, y los 

abogados, especialmente aquellos con una especialización en derecho constitucional, la 

estudian y la aplican para proteger los principios fundamentales y los derechos 

constitucionales. 
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PREGUNTA NO.7.  

 

¿Está familiarizado con el impacto que tuvo el Decreto Ejecutivo Nro. 707 en las 

disposiciones legales sobre la tenencia y porte de armas en el Código Orgánico Integral 

Penal (COIP)? 

 

Tabla 7  

Pregunta 7 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 4 27% 

No 11 73% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 7  

Pregunta 7 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

El 73% de la población que representa a 11 encuestados mencionaron que no están 

familiarizados con el impacto que tuvo el Decreto Ejecutivo Nro. 707 en las disposiciones 

legales sobre la tenencia y porte de armas en el Código Orgánico Integral Penal (COIP), 

mientras que el 27% que corresponde a 4 personas si se encuentran familiarizados. Esto 

significa que, para estar completamente informados sobre cambios legales específicos, 

incluidos los decretos ejecutivos, los abogados deben estar comprometidos con la educación 

continua, la actualización constante de su conocimiento legal y la exploración activa de 

cambios relevantes en la legislación. Además, la comunicación entre colegas y el acceso a 

recursos jurídicos actualizados son esenciales para mantenerse al tanto de todos los aspectos 

del sistema legal. 



 

55 

PREGUNTA NO.8.  

 

¿Está al tanto de los fundamentos jurídicos que respaldan la emisión del Decreto 

Ejecutivo Nro. 707? 

 

Tabla 8  

Pregunta 8 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 5 33% 

No 10 67% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 8  

Pregunta 8 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

El 67% de los encuestados no se encuentran al tanto de los fundamentos jurídicos 

que respaldan la emisión del Decreto Ejecutivo Nro. 707, mientras que el 33% conocen los 

fundamentos jurídicos que respaldan la emisión del Decreto Ejecutivo Nro. 707. El conocer 

los fundamentos jurídicos del decreto asegura que los abogados comprendan la legalidad y 

legitimidad de la medida, siendo esencial para garantizar que las acciones del gobierno estén 

dentro del marco legal establecido. 
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PREGUNTA NO.9.  

 

¿Cree usted que el Decreto Ejecutivo Nro. 707 generará un impacto negativo en la 

sociedad ecuatoriana? 

 

Tabla 9  

Pregunta 9 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Si 12 80% 

No 3 20% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 9  

Pregunta 9 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

El 80% de los encuestados consideran que el Decreto Ejecutivo Nro. 707 si generará 

un impacto negativo en la sociedad ecuatoriana, mientras que el 20% no consideran que el 

Decreto Ejecutivo Nro. 707 generare un impacto negativo en la sociedad ecuatoriana. Esto 

se debe porque la falta de participación ciudadana en la formulación del decreto podría ser 

motivo de preocupación. Si los abogados consideran que se ignoraron procedimientos 

democráticos o consultas públicas, podrían ver esto como un aspecto negativo. 
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Pregunta NO.10 

 

. ¿Desde su perspectiva, considera que el Decreto Ejecutivo Nro. 707 es constitucional 

o entra en contradicción con la Constitución? 

 

Tabla 10  

Pregunta 10 

Pregunta Frecuencia Porcentaje 

Constitucional 8 53% 

En Contradicción 7 47% 

Total 15 100% 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Figura 10  

Pregunta 10 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Profesionales del Derecho con conocimiento en materia penal y constitucional de la ciudad de 

Riobamba provincia de Chimborazo. 

Elaborado por: Irma Vanessa Arcos Tigsi, Alex David Uquillas López. 

 

Análisis e Interpretación 

De los 15 encuestados, el 53% que representa a 8 personas consideran que el Decreto 

Ejecutivo Nro. 707 es constitucional, mientras que el 47% que corresponde a 7 personas 

consideran que el Decreto Ejecutivo Nro. 707 entra en contradicción con la Constitución. 

Esto significa que los abogados que respaldan la constitucionalidad de un decreto ejecutivo 

probablemente han realizado un análisis jurídico detallado del texto del decreto en cuestión. 

Este análisis puede incluir la evaluación de cómo las disposiciones se alinean con la 

constitución y otras leyes pertinentes. Adicional a ello, es importante destacar que la 

percepción de la constitucionalidad de un decreto puede variar entre los abogados, y las 

opiniones pueden basarse en interpretaciones legales y enfoques analíticos diferentes.  
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4.2. Discusión de resultados 

 

Los resultados aportan información valiosa sobre la familiarización de los abogados 

con el Decreto Ejecutivo No.707. En primer lugar, es gratificante observar que un alto 

porcentaje de profesionales del derecho en libre ejercicio de su profesión con especialidad 

en materia constitucional y penal asentados en el cantón Riobamba, se encuentren 

informados con respecto a los Decretos Ejecutivos, principalmente al Decreto Ejecutivo 

No.707, lo que refleja su papel crucial en el sistema legal y su impacto directo en la vida de 

los ciudadanos. De acuerdo con Hernández y Lema (2021) es fundamental para los abogados 

poseer conocimientos acerca de los Decretos Ejecutivos como el No. 707. Este decreto posee 

la fuerza de ley y, por lo tanto, impactan directamente en la vida cotidiana de los ciudadanos. 

La falta de familiaridad con este decreto podría poner en riesgo la capacidad de los abogados 

para defender los intereses de sus clientes de manera efectiva, exponiéndolos a riesgos 

legales innecesarios. Por tanto, estar informados y comprender a fondo los decretos 

ejecutivos se vuelve esencial para asegurar un ejercicio legal eficiente y garantizar que los 

abogados puedan ofrecer asesoramiento jurídico sólido y adaptado a la dinámica normativa 

contemporánea.  

 

Con respecto a los antecedentes que motivaron al expresidente Lasso a emitir el 

Decreto Ejecutivo Nro. 707, la mayoría de abogados presentan conocimiento acerca de la 

regulación del porte y tenencia legal de armas, el mismo que puede fundamentarse en la 

necesidad de abordar de manera específica y ágil las circunstancias actuales relacionadas 

con la seguridad pública. Arriaza (2021) hace referencia que este tipo de medidas ejecutivas 

pueden responder a cambios en la coyuntura nacional, como un aumento de la criminalidad, 

la necesidad de fortalecer los controles de armas, o incluso factores externos que afectan la 

seguridad interna del país. Carrillo (2021) menciona que la emisión de un decreto ejecutivo 

proporciona al presidente la flexibilidad necesaria para implementar rápidamente medidas 

que promuevan la seguridad ciudadana, sin pasar por un proceso legislativo prolongado. 

Además, puede ser una respuesta estratégica para adaptarse a nuevas amenazas o desafíos, 

permitiendo una regulación más inmediata y específica. En última instancia, el Decreto 

Ejecutivo Nro. 707 para el porte y tenencia legal de armas reflejaría la prioridad del gobierno 

en salvaguardar la seguridad pública y mantener un equilibrio adecuado entre la protección 

de los ciudadanos y el respeto a los derechos individuales. 

 

El respaldo general a los fundamentos jurídicos que respaldan la emisión del Decreto 

Ejecutivo Nro. 707 muestra el interés de analizar este decreto de manera más efectiva. 

Fuentes y Castellanos (2019) reconoce la importancia de un análisis exhaustivo de los 

fundamentos jurídicos que proporcionan la base legal para la emisión del decreto y aseguran 

que este se ajuste a los principios fundamentales del sistema jurídico, y a su vez respaldan 

la emisión del Decreto Ejecutivo, siendo determinado por la Constitución de la República 

del Ecuador en el artículo 3 numeral 8 como el deber primordial del Estado garantizar a sus 

habitantes el derecho a una cultura de paz y a la seguridad integral. 
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Es así, que el poseer conocimientos acerca de los Decretos Ejecutivos como el No. 

707, es fundamental para los abogados debido a varias razones cruciales en el ejercicio de 

su labor. En primer lugar, este tipo de decretos ejecutivos a menudo poseen la fuerza de ley 

y, por lo tanto, impactan directamente en la vida cotidiana de los ciudadanos y en las 

operaciones de las empresas. Hernández y Lema (2021) amplia la discusión al señalar que 

la ignorancia de estos decretos podría resultar en una asesoría legal incorrecta, 

comprometiendo la defensa de los derechos y la interpretación adecuada de la legislación. 

Además, los decretos ejecutivos suelen ser herramientas que el Poder Ejecutivo utiliza para 

abordar situaciones específicas o implementar políticas gubernamentales. Este enfoque ágil 

y directo a menudo requiere una rápida comprensión por parte de los abogados para 

adaptarse a los cambios normativos y proporcionar asesoramiento actualizado a sus clientes. 

 

Esto supone la consideración que el Decreto Ejecutivo Nro.707 es constitucional, 

siendo que este decreto depende en gran medida de la legalidad y el respeto a los principios 

establecidos en la Constitución del país, ya que se encuentran en conformidad con los 

términos y principios establecidos. En la perspectiva de Buteler (2020) la regulación de la 

tenencia y porte de armas, conforme al Código Orgánico Integral Penal (COIP) y la 

Constitución del Ecuador, desempeña un papel crucial en la preservación del orden público, 

la seguridad ciudadana y el respeto a los derechos fundamentales, en donde se establece 

requisitos y limitaciones que buscan prevenir el acceso indebido a armas de fuego, 

reduciendo así la posibilidad de uso inapropiado o ilegal. 

 

Este desafío se intensifica con el impacto negativo en la sociedad ecuatoriana que 

generó las disposiciones legales sobre la tenencia y porte de armas que se menciona en el 

Código Orgánico Integral Penal (COIP). Al definir claramente las condiciones para la 

tenencia y el porte de armas, la regulación sirve como una medida preventiva contra el uso 

indebido de armas en actividades delictivas, y al establecer requisitos y sanciones contribuye 

a disuadir a aquellos que podrían considerar el uso de armas para cometer delitos. De tal 

forma Fuentes y Castellanos (2019) mencionan que la regulación proporcionada por el COIP 

y la Constitución promueve la transparencia y la legalidad en el ejercicio de los derechos 

relacionados con la tenencia y el porte de armas, generando un marco normativo que permite 

a los ciudadanos comprender claramente sus responsabilidades y derechos en relación con 

el uso de armas, siendo esencial para mantener el equilibrio entre la seguridad ciudadana y 

el respeto a los derechos individuales, contribuyendo así a la construcción de una sociedad 

más segura, justa y legalmente fundamentada. 

 

Es por ello que en el artículo 360 del COIP (2014), se establecen de manera clara las 

distinciones entre la tenencia y el porte de armas, proporcionando definiciones específicas y 

requisitos legales para ambas prácticas. En relación con la tenencia, se destaca que implica 

la posesión de un arma de uso civil adquirida lícitamente y con propósitos específicos, tales 

como defensa personal, deportes o colección. La ubicación de dicha tenencia puede ser en 

lugares particulares, como el domicilio o el lugar de trabajo, y está sujeta a la autorización 

de la autoridad competente del Estado. Por otro lado, la penalización para quienes tengan 

armas sin la autorización estatal sigue siendo una pena privativa de libertad de seis meses a 



 

60 

un año. Aunque las redacciones varían ligeramente, el cambio principal parece centrarse en 

la mención específica de la tenencia y en la precisión acerca de los lugares permitidos para 

la tenencia y porte de armas (p. 132). 

 

4.3. Análisis del Decreto Ejecutivo No. 707 del 2023 respecto a la regulación de 

tenencia y porte de armas, y su posible inconstitucionalidad 

 

El Decreto Ejecutivo No. 707 del 2023, que aborda la regulación de la tenencia y 

porte de armas, es un tema de gran relevancia y potencial controversia. En este análisis, se 

exploraron algunos aspectos clave de la regulación en cuestión, evaluando la coherencia de 

sus disposiciones con la Constitución y señalando posibles áreas que podrían plantear 

interrogantes desde la perspectiva de la constitucionalidad. 

 

El expresidente Guillermo Lasso emitió el Decreto Ejecutivo No. 707 el 1 de abril 

de 2023, otorgando la autorización para el porte de armas de uso civil a personas naturales 

que cumplan con los requisitos estipulados por la ley, con el propósito de defensa personal. 

Sin embargo, este decreto ha sido objeto de críticas y acciones legales por parte de diversos 

grupos y expertos legales. Los argumentos en contra del decreto abarcan varios aspectos 

significativos como: 

 

Incidencia en Derechos Fundamentales: Se cuestiona la constitucionalidad de los 

artículos que regulan los requisitos para el porte y tenencia de armas de fuego letal y no letal 

a nivel nacional por civiles. La reserva de ley en estos asuntos se vincula con derechos 

fundamentales como la vida, integridad y libertad. 

 

Consulta Prelegislativa a Pueblos Indígenas: Se señala la ausencia de una consulta 

prelegislativa a los pueblos indígenas, especialmente en lo referente a la definición de armas 

ancestrales y las restricciones de su uso dentro y fuera de sus territorios. Este hecho se 

interpreta como un desconocimiento de su identidad, autonomía y libertad. 

 

Incumplimiento de la Ley de Fabricación, Importación, Exportación, 

Comercialización y Tenencia de Armas: Se argumenta que el decreto no se ajusta a la 

legislación vigente al carecer de la autorización necesaria para la posesión o portación de 

armas de fuego, como estipula el artículo 19 de la Ley de Fabricación, Importación, 

Exportación, Comercialización y Tenencia de Armas, Municiones, Explosivos y Accesorios. 

De tal forma, el Decreto Ejecutivo No. 707 ha enfrentado críticas y acciones legales 

debido a su contenido y su aparente falta de cumplimiento con la legislación actual. Mientras 

tanto, el Ejecutivo está coordinando esfuerzos para implementar los cambios legales 

exigidos por el decreto. 

 

Mediante este análisis se logra evidenciar que el objetivo del decreto es reducir la 

delincuencia y garantizar la seguridad de los ciudadanos, se fundamenta en una serie de 

consideraciones cruciales que buscan abordar problemas de seguridad y promover un 

entorno social más seguro, de tal forma que la adopción de un decreto orientado a reducir la 
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delincuencia y garantizar la seguridad de los ciudadanos se fundamenta en una serie de 

consideraciones cruciales que buscan abordar problemas de seguridad y promover un 

entorno social más seguro. 

 

El Gobierno ecuatoriano ha implementado medidas para abordar estos desafíos, 

como la creación de políticas de seguridad, el fortalecimiento de las fuerzas del orden y la 

participación en iniciativas regionales para combatir el crimen organizado. Es así como el 

decreto se justifica como una medida proactiva destinada a salvaguardar la vida, prevenir 

delitos violentos, controlar la circulación ilegal de armas y fortalecer la seguridad ciudadana. 

Esta iniciativa refleja un compromiso con el bienestar general de la sociedad y la 

construcción de entornos seguros y protectores para todos los ciudadanos. 

 

La posesión y portación de armas surge de la criminología mediática, siendo una 

medida de seguridad poco discutida que resultó en un enfoque populista en términos penales. 

Esta criminología mediática llevó al Estado a tomar decisiones populistas debido a la 

percepción de falta de seguridad ciudadana. Debido a la atención mediática y las políticas 

de la agenda gubernamental, estas medidas resultaron ser incoherentes e irrelevantes en el 

contexto social y jurídico de Ecuador. La tenencia y portación regulada de armas se 

materializa a través de actos normativos, como el Decreto No. 707, que modificó y actualizó 

disposiciones normativas bajo las Reformas al Código Orgánico Integral Penal. 

 

A través del Decreto Ejecutivo No. 707, el expresidente Lasso ha concedido la 

autorización para que a nivel nacional las personas naturales puedan portar armas de uso 

civil con fines de defensa personal, siempre y cuando cumplan con los requisitos 

establecidos por la Ley, el Reglamento a la Ley sobre Armas, Municiones y Explosivos, y 

cuenten con las debidas autorizaciones.  

 

Asimismo, el mandatario ha otorgado la autorización para que las personas naturales 

porten y utilicen aerosoles de gas pimienta para defensa personal, siempre que el porcentaje 

de concentración de capsaicina no supere el 1.3%, el volumen no exceda los 120 ml y el 

alcance no sea superior a 10 metros, de acuerdo con la normativa aplicable. La 

responsabilidad de coordinar la elaboración de políticas, planes, proyectos, programas y 

acciones relacionadas con la prevención, control, combate y erradicación del tráfico de 

armas de fuego, municiones y otros materiales conexos ha sido delegada a la Secretaría 

Nacional de Seguridad Pública y del Estado. 

 

Es crucial considerar la tipicidad de la tenencia y porte de armas, la cual está regulada 

en el artículo 360 del Código Orgánico Integral Penal (COIP). La distinción principal reside 

en las penas por incumplimiento de la ley: la tenencia conlleva una sanción de 6 meses a 1 

año, mientras que el porte implica de 3 a 5 años. A pesar de las reformas del COIP, estas 

penalidades se mantienen vigentes. Sin embargo, debido al reciente decreto que autoriza el 

porte de armas de uso civil para defensa personal, se han introducido reformas al tipo penal 

de tenencia y porte de armas. Lamentablemente, la construcción de la norma no se ajusta 

adecuadamente a la realidad social ni a la práctica jurídica. La introducción de ciertos 
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términos más allá de la comprensibilidad, lógica y razonabilidad dificulta la aplicabilidad en 

la práctica, y la tipicidad objetiva no contribuye a un enjuiciamiento regido por un debido 

proceso y una norma que garantice una sentencia justa basada en la culpabilidad a través de 

este tipo penal. 

 

En el marco legal, se ha autorizado el porte y tenencia de armas para la defensa 

personal de individuos a través de reformas legislativas que afectan varios cuerpos 

normativos relacionados con los permisos y licencias para el uso de armas. En la actualidad, 

el ejercicio individual y en la seguridad privada del uso y porte de armas conlleva una 

importante responsabilidad social y penal. Es esencial contar con un conocimiento adecuado 

acerca de la tenencia y porte de armas, comprender las circunstancias de aplicación de la 

legítima defensa, conocer los límites establecidos por la normativa y entender la capacidad 

legal para el uso de armas reguladas. La tenencia y portación de armas, surgida de la 

criminología mediática, se ha convertido en una medida poco discutida que adopta un 

enfoque populista penal. Sin embargo, el Decreto No. 707, al autorizar el porte de armas de 

uso civil y regular su tenencia, busca ser una medida proactiva para salvaguardar la vida, 

prevenir delitos violentos y controlar la circulación ilegal de armas, reflejando el 

compromiso del Gobierno con el bienestar de la sociedad. 

 

La tipicidad de la tenencia y porte de armas, regulada por el COIP, presenta sanciones 

específicas, las cuales se han mantenido vigentes a pesar de reformas. Sin embargo, el 

reciente decreto introduce cambios al tipo penal, aunque su construcción normativa puede 

resultar inadecuada para la realidad social y jurídica de Ecuador, dificultando su 

aplicabilidad práctica y afectando la tipicidad objetiva. La autorización del porte y tenencia 

de armas, junto con la regulación de aerosoles de gas pimienta, bajo el Decreto Ejecutivo 

No. 707, refleja la importancia de equilibrar el derecho individual con la responsabilidad 

social y penal asociada. La delegación de responsabilidades a la Secretaría Nacional de 

Seguridad Pública y del Estado destaca el compromiso gubernamental en la prevención y 

control del tráfico de armas y materiales relacionados. 

 

En última instancia, es crucial comprender la tipicidad de la tenencia y porte de armas 

en el marco legal actual. La reciente autorización del porte de armas para defensa personal 

destaca la importancia de contar con un conocimiento adecuado sobre las circunstancias de 

aplicación, los límites normativos y la capacidad legal para el uso de armas reguladas en 

situaciones individuales y de seguridad privada. 
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CAPÍTULO V.  

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

5.1. Conclusiones 

 

• Con la aplicación de una encuesta a los profesionales en la rama jurídica acerca del 

Decreto Ejecutivo No. 707 del 2023 nos han proporcionado una visión profunda de la 

comprensión y familiaridad de expertos con las disposiciones e implicaciones de dicho 

decreto. La evaluación de sus conocimientos revela la importancia de la información 

jurídica y su relevancia en el ámbito profesional. Este análisis no solo contribuye al 

entendimiento de cómo los profesionales del derecho están informados sobre las 

regulaciones gubernamentales actuales, sino que también destaca la necesidad continua 

de un conocimiento actualizado en el ejercicio de sus funciones.  Es importante destacar 

que el grado de conocimiento puede variar entre los profesionales, y que algunos pueden 

haber dedicado más tiempo y esfuerzo a investigar y comprender los detalles del Decreto 

Ejecutivo No. 707 del 2023, mientras que otros pueden tener un conocimiento más 

general. En cualquier caso, se espera que los profesionales jurídicos estén actualizados 

en las leyes y decretos relevantes para su área de especialización. 

 

• Mediante el estudio jurídico, normativo y doctrinario, se ha logrado una comprensión 

exhaustiva de la regulación jurídica de la tenencia y porte de armas en Ecuador. La 

investigación ha permitido examinar detalladamente las disposiciones legales vigentes, 

analizar su contexto normativo y explorar las perspectivas doctrinarias que influyen en 

esta área específica del derecho. Los resultados de este estudio resaltan la importancia 

de un marco jurídico claro y preciso en relación con la tenencia y porte de armas, 

reconociendo la necesidad de equilibrar los derechos individuales con la seguridad 

colectiva, a su vez la información recopilada proporcionó una base sólida para 

comprender la complejidad de estas regulaciones, sus fundamentos legales y sus 

posibles implicaciones en el contexto ecuatoriano. Este análisis contribuye no solo al 

conocimiento académico y jurídico, sino también a la evaluación crítica de las políticas 

gubernamentales relacionadas con el control y regulación de armas en el país. 

 

• En base al contenido del Decreto Ejecutivo No. 707, con el análisis detallado del alcance 

de las competencias del presidente de la República en relación con la regulación de la 

tenencia y porte de armas en Ecuador. Este estudio ha proporcionado una comprensión 

profunda de las disposiciones específicas del decreto y cómo estas afectan las 

competencias del ejecutivo en este ámbito. Asimismo, se ha examinado la posible 

inconstitucionalidad del decreto, considerando los límites y restricciones impuestos por 

la Constitución, este análisis destaca la importancia de garantizar la conformidad de las 

acciones ejecutivas con los principios constitucionales y resalta la necesidad de un 

escrutinio constante para salvaguardar la legalidad y los derechos fundamentales en el 

marco de la regulación de armas. Estos hallazgos no solo contribuyen al entendimiento 
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de las dinámicas legales en juego, sino que también ofrecen insumos críticos para el 

debate sobre la legalidad y constitucionalidad de las medidas gubernamentales. 

 

• Desde un punto de vista académico se llega a concluir que el decreto ejecutivo 707 

del 1 abril de 2023 con el cual el presidente de la República autoriza la tenencia y 

porte de armas a personas civiles es inconstitucional puesto que en la norma suprema 

como es la Constitución establece que es deber del Estado garantizar la seguridad 

pública a sus habitantes lo que evidentemente el presidente al autorizar la tenencia y 

porte de armas está delegando a los ciudadanos la función que tiene el Estado de 

defender y proteger al pueblo, así como también al autorizar la tenencia y porte de 

armas a los civiles significa que tanto Policía Nacional y Fuerzas armadas no están 

en la capacidad de garantizar la protección de los derechos y libertades de los 

ciudadanos lo que por mandato constitucional les corresponde. 
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5.2. Recomendaciones 

 

• Considerando la relevancia de la información jurídica y la necesidad continua de un 

conocimiento actualizado en el ejercicio profesional de los abogados, se sugiere 

implementar acciones que fomenten la capacitación constante de los profesionales en la 

rama jurídica en relación con las regulaciones gubernamentales vigentes. Esto podría 

llevarse a cabo mediante la organización de seminarios, talleres o cursos de 

actualización que aborden específicamente las disposiciones e implicaciones del 

Decreto Ejecutivo No. 707 de 2023, así como otros aspectos relevantes del derecho. 

Además, se podría promover el acceso a recursos en línea actualizados y la participación 

en discusiones académicas para mantener a los profesionales al tanto de los cambios 

legales y su impacto en el ejercicio de sus funciones. Estas iniciativas no solo 

fortalecerían la formación continua de los abogados, sino que también contribuirían a 

mejorar la calidad y la eficacia de la práctica jurídica en el contexto de las regulaciones 

gubernamentales. 

 

• Dada la importancia del marco jurídico en relación con la tenencia y porte de armas en 

Ecuador, se recomienda que las autoridades gubernamentales consideren una revisión 

periódica y actualización de las disposiciones legales vigentes. Esto puede lograrse 

mediante la convocatoria de comités especializados que incluyan expertos en derecho, 

criminología y seguridad, para garantizar que las regulaciones reflejen de manera 

efectiva las necesidades y dinámicas actuales de la sociedad ecuatoriana.  

 

• Con base en la conclusión sobre el análisis del Decreto Ejecutivo No. 707, se sugiere 

que las autoridades realicen un análisis detenido y continuo de la conformidad de las 

acciones ejecutivas con los principios constitucionales. Para ello, se podría establecer 

un mecanismo de revisión periódica que involucre a expertos en derecho constitucional, 

con el objetivo de asegurar que cualquier medida gubernamental relacionada con la 

tenencia y porte de armas.  

 

• El Presidente de la Republica para disminuir los altos índices de delincuencia que hoy 

por hoy vive el Estado ecuatoriano, debería buscar otras mediadas que no sea la 

autorización de tenencia y porte de armas para los civiles puesto que no es una solución 

viable y viene agravar aún más la situación, por lo tanto el jefe de Estado tendría que 

crear una política dirigida para los sectores populares con un principal enfoque en los 

jóvenes creando oportunidades para ellos como emprendimientos, educación, así 

también se tendría que incrementar los recursos de las Fuerzas Armas y Policía Nacional 

ya que son los encargados de velar por la seguridad del país sumando esfuerzos 

compartidos con el Estado. 
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ANEXOS  

Anexo 1. Encuesta aplicada 

 

 

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE CHIMBORAZO 

FACULTAD DE CIENCIAS POLÍTICAS Y ADMINISTRACIÓN 

CARRERA DE DERECHO 

 

ENCUESTA 

La presente encuesta tiene como objetivo Analizar a través de un estudio jurídico-doctrinario 

las atribuciones constitucionales y legales del l de la República con la finalidad de determinar 

su alcance en la regulación de la tenencia y porte de armas. 

 

Señale con una X el casillero que corresponda 

 

1.- ¿Tiene conocimiento acerca de lo que representa un decreto? 

 
Si 

 
No 

 

2.- ¿Está familiarizado con las diversas categorías de decretos que existen? 

 
Si 

 No 

 

3.- ¿Está al tanto del contenido del Decreto Ejecutivo Nro. 707, emitido por el 

expresidente Guillermo Lasso en abril de este año? 

 
Si 

 
No 

 

4.- ¿Está informado acerca de los antecedentes que motivaron al expresidente Lasso a 

emitir el Decreto Ejecutivo Nro. 707? 

 
Si 

 
No 
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5.- ¿Está familiarizado con el concepto de control de constitucionalidad y con la entidad 

encargada de llevar a cabo este proceso? 

 
Si 

 
No 

 

6.- ¿Tiene conocimiento acerca de la acción de inconstitucionalidad? 

 
Si 

 
No 

 

7.- ¿Está familiarizado con el impacto que tuvo el Decreto Ejecutivo Nro. 707 en las 

disposiciones legales sobre la tenencia y porte de armas en el Código Orgánico Integral 

Penal (COIP)? 

 
Si 

 
No 

 

8.- ¿Está al tanto de los fundamentos jurídicos que respaldan la emisión del Decreto 

Ejecutivo Nro. 707? 

 
Si 

 
No 

 

9.- ¿Cree usted que el Decreto Ejecutivo Nro. 707 generará un impacto negativo en la 

sociedad ecuatoriana? 

 
Si 

 
No 

 

10.- ¿Desde su perspectiva, considera que el Decreto Ejecutivo Nro. 707 es 

constitucional o entra en contradicción con la Constitución? 

 
Constitucional 

 En Contradicción 
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Anexo 2. Decreto Ejecutivo No. 707 del 2023 
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